Expediente N.° 12800-2002 Proceso Civil – ODSD – Indemnización y Expediente N° 311810-2007 Proceso Administrativo – Registro de Marca de Producto by Colona Reyes, Pierre Paulo
1 
FACULTAD DE DERECHO Y CIENCIAS HUMANAS 
CARRERA DE DERECHO 
Sustentación Oral de Expedientes: 
Expediente N.° 12800-2002 
Proceso Civil – ODSD – Indemnización y 
Expediente N° 311810-2007 
Proceso Administrativo – Registro de Marca de 
Producto 
Pierre Paulo Colona Reyes 
Para optar el Título Profesional de Abogado 
Asesor: Braulio Arias Villagómez 





RESUMEN .................................................................................................................... 3 
PALABRAS CLAVE ...................................................................................................... 3 
I. SÍNTENSIS DE LA DEMANDA .............................................................................. 4 
II. SINTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA ........................................ 5 
III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS 
AFIRMADOS POR LOS DEMANDANTES Y LOS DEMANDADOS .............................. 6 
IV. SINTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, AUDIENCIA DE 
CONCILIACIÓN, AUDIENCIA DE PRUEBAS ............................................................... 8 
V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES ....................................................................... 10 
1. Sentencia de Primera Instancia: Décimo Sexto Juzgado Civil de Lima ............. 10 
2. Sentencia Segunda Instancia: Primera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia .................................................................................................................... 11 
3. Sentencia Casatoria: Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de Justicia 13 
VI. PROBLEMAS ................................................................................................... 16 
1. Problema Principal o Eje .................................................................................. 16 
2. Problemas Colaterales ..................................................................................... 16 
3. Problemas Secundarios ................................................................................... 16 
VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL CASO .... 17 
a) Normas legales ................................................................................................ 17 
b) Doctrina ............................................................................................................ 18 
c) Jurisprudencia de los últimos 5 años ................................................................ 22 
VIII. DISCUSIÓN ..................................................................................................... 27 
IX. CONCLUSIONES............................................................................................. 29 
X. RECOMENDACIONES ........................................................................................ 30 
XI. BIBLIOGRAFÍA ................................................................................................ 32 





El expediente se inicia con la demanda de indemnización interpuesta por Isabel 
Díaz Sosa de Nevares contra la demandada, Dra. Alicia García Llerena, por no 
tener la diligencia necesaria al efectuar la operación de “Histerectomía 
Laparoscópica”, y como resultado, la accionante sufrió de obstrucción distal del 
uréter izquierdo, situación que imposibilitó la evacuación de la orina contenida 
en el riñón izquierdo. 
El 16° Juzgado Civil de Lima expide sentencia a favor de la demandada, por lo 
que la recurrente interpone recurso de apelación a fin de revertir tal resultado. La 
Primera Sala Civil de la Corte Superior de Justicia de Lima, órgano judicial 
encargado de resolver la apelación, emite sentencia revocando lo resuelto por el 
órgano de primera instancia y reformándola declararon fundada la incoada. 
En ese sentido, la demandada interpone recurso extraordinario de casación y 
siendo admitida la misma, la Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia expide la sentencia casatoria, declarándolo fundado y confirmando la 
sentencia que resuelve infundada la demanda. 
El problema principal radica en la interpretación de los artículos 1330° y 1762° 
del Código Civil en el ámbito de la responsabilidad civil médica, hecho que 
iremos desarrollando a lo largo del presente informe. 
 
 
PALABRAS CLAVE: Responsabilidad civil contractual, responsabilidad civil 
extracontractual, responsabilidad civil médica, carga de la prueba, carga de la 
prueba dinámica, daño, negligencia. 
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I. SÍNTENSIS DE LA DEMANDA 
 
El 19 de junio de 2001, Alicia Josefina García Llerena (demandada) en su calidad 
de profesional de la medicina intervino quirúrgicamente a Isabel Sosa Díaz de 
Nevares (demandante) practicándole una operación de histerectomía 
laparoscópica asistida por vagina, operación que se llevó a cabo en el Instituto 
de Ginecología y Reproducción. 
Señala que la demandada no tuvo la diligencia necesaria y como resultado la 
accionante sufrió de obstrucción distal del uréter izquierdo, situación que hizo 
imposible la evacuación de la orina contenida en el riñón izquierdo, poniéndose 
en riesgo su vida. En ese sentido la accionante tuvo que someterse a cinco 
intervenciones quirúrgicas posteriores. 
Las mismas que se efectuaron en las siguientes fechas: 20 de junio de 2001 
(ureterocistoscopía y uretografía ascendente con intentos de cateterismo uretral 
izquierdo con anestesia general), 30 de junio de 2001 (nefrostomía izquierda con 
anestesia local), 14 de agosto de 2001 (reimplante uretral izquierdo con 
anestesia general), 21 de agosto de 2001 (retiro de nefrostomía de riñón 
izquierdo con anestesia local) y el 25 de agosto de 2001 (ureterocistoscopía para 
extraer stent uretral izquierdo con anestesia general). 
Producto de ello la demandante estuvo incapacitada y limitada de ejercer sus 
actividades cotidianas por un total de 132 días. Así mismo señala que el 
Programa de Salud Anglo Americano (seguro de salud particular) ha incluido 
como exclusión en la renovación de su póliza todo tratamiento a obstrucciones 
uretrales, lo que constituye un perjuicio adicional que debe ser resarcido. 
Por los motivos expuestos la demandante solicita el pago de la suma de $ 
4,923.20 dólares americanos por concepto de daño emergente (artículo 1321° 
del Código Civil) y el mismo monto por concepto de daño moral (artículo 1322° 
del Código Civil) 
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II. SINTESIS DE LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
La emplazada propone defensa previa por falta de presentación del acta de 
conciliación extra judicial de resarcimiento de daño emergente (artículo 6° de la 
Ley de Conciliación, Ley N° 26872) y excepción de oscuridad o ambigüedad en 
el modo de proponer la demanda a efectos de que la demandante precise si el  
resarcimiento es por responsabilidad contractual o extracontractual. 
Contesta la demanda señalando que, efectivamente se le practicó la operación 
anteriormente mencionada ya q0ue la paciente presentaba miomatosis uterina 
(tumor benigno del útero) y cistocele grado II (prolapso de vejiga). Si bien es 
cierto se efectuaron cinco procedimientos quirúrgicos de los cuales solo dos 
fueron intervenciones quirúrgicas. 
Así mismo, alega que es falso que haya existido falta de diligencia al momento 
de la operación, y que la obstrucción distal del uréter izquierdo es producto de 
causas imprevisibles no imputables a su participación profesional o en todo caso 
contribuyen a un riesgo natural derivado del tipo de intervención que se había 
practicado. 
No estaba en riesgo su vida ya que la paciente evacuaba por el uréter derecho 
y que el riñón izquierdo no fue afectado en su función, puesto que la obstrucción 
del uréter izquierdo duró 11 días y para comprometer el riñón izquierdo se 
requería de por lo menos 3 meses continuos de obstrucción. 
Respecto al daño moral invocado por la demandante, precisa que no ha sido 
probado y no se puede valorar como tal, del mismo modo la demandada refiere 
que efectuó gastos ascendentes a la suma de S/ 38,491.94 soles para solucionar 
la obstrucción causada, sin que a la fecha de contestada la demanda, la 
demandante le haya cancelado dicho monto. 
Por los motivos expuestos solicita se declare infundada la demanda ya que no 
se ha demostrado que el cumplimiento defectuoso de la operación haya sido por 
dolo o culpa inexcusable de la médica Alicia Josefina García Llerena. 
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III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS 
AFIRMADOS POR LOS DEMANDANTES Y LOS DEMANDADOS: 
 
1) Concordancias: 
• Ambos afirman que el 19 de junio del año 2001, la demandada efectuó la 
operación de histerectomía laparoscópica asistida por vagina a la 
demandante ya que presentaba miomatosis uterina (tumor benigno del 
útero) y cistocele grado II (prolapso de vejiga). 
• Ambos afirman que fueron 5 los procedimientos quirúrgicos efectuados 
para restituir la permeabilidad del uréter izquierdo, de los cuales solo dos 
fueron intervenciones quirúrgicas. 
• Ambos afirman que sale de alta en buenas condiciones y que se han 
requerido de 132 días para resolver la obstrucción ureteral izquierda de la 
manera más adecuada. 
• Ambos afirman que los gastos irrogados por la operación de histerectomía 
laparoscópica asistida por vagina fueron $ 4,923.20 dólares americanos. 
2) Contradicciones: 
• La demandada niega que haya existido falta de diligencia en la operación, 
puesto que la complicación surgida (obstrucción distal del uréter 
izquierdo) es producto de causas imprevisibles no imputables a la misma 
y que por el contrario contribuían a un riesgo natural derivado del tipo de 
intervención que se había practicado. 
• La demandada niega que el 29 de junio de 2001 se haya realizado una 
operación, lo que se efectuó ese día fue un procedimiento denominado 
ureterocistoscopía con ureterografía que reveló la obstrucción era total y 
no parcial. 
• La demandada niega que se haya introducido el catéter en el riñón 
izquierdo ya que el catéter es ubicado en la pelvis renal (bolsa de 
desembocadura de la orina del riñón hacia el uréter) con una simple 
punción, quedando el catéter conectado temporalmente al exterior, para 
resolver la evacuación de la orina del uréter obstruido. 
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• La demandada niega que el daño moral invocado por la demandante haya 
sido probado, por lo tanto no es posible aplicar una valorización de un 
daño no probado. 
8 
 
IV. SINTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, AUDIENCIA DE PRUEBAS: 
El 10 de diciembre del 2002 se lleva a cabo la audiencia de saneamiento 
procesal y conciliación asistiendo ambas partes con sus respectivos abogados. 
La demandada deduce defensa previa y prescripción extintiva, debiéndose tener 
en cuenta que los medios probatorios son de carácter instrumental. 
El juzgado procede a resolver las articulaciones planteadas por la demandada y 
expide la Resolución N° 09 que declara improcedente la defensa previa 
arguyendo que el artículo sexto de la Ley de Conciliación (Ley N° 26872) es una 
norma de carácter procesal y no de carácter material por lo que no resulta 
amparable por no encontrarse previsto en el artículo 455° del Código Procesal 
Civil. 
De la misma forma, declara infundada la excepción de oscuridad o ambigüedad 
en el modo de proponer la demanda argumentando que la pretensión accesoria 
a la que hace referencia la demandada se encuentran previstos en los artículos 
1322° y 1332° del Código Civil los mismos que aluden a una responsabilidad de 
naturaleza contractual. En este acto la demandada interpone recurso de 
apelación contra la resolución que antecede. 
Así mismo el juzgado expide la Resolución N° 10 precisando que de la revisión 
del acta de conciliación adjuntada a la demanda se advierte que la misma solo 
se ha descrito como controversia lo que ha sido materia de pretensión principal 
en la demanda, no habiéndose incluido la pretensión accesoria (daño moral) 
contraviniendo lo establecido en el inciso 4 del artículo 16° de la Ley de 
Conciliación (Ley N° 26872), concediéndole a la demandante el plazo de 10 días 
hábiles a fin de que subsane el defecto indicado. 
El 11 de abril del 2003 se lleva a cabo la continuación de la audiencia de 
saneamiento procesal y conciliación asistiendo ambas partes con sus 
respectivos abogados. Se declara saneado el proceso y la existencia de una 
relación jurídica válida entre las partes. Acto seguido se invitó a las partes a 
conciliar, sin embargo, rechazaron la propuesta formulada por la señora Juez. 
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Respecto a la fijación de puntos controvertidos se establecieron los siguientes: 
1) Determinar si la demandada se encuentra obligada o no a abonar la suma de 
$ 4,923.20 dólares americanos por concepto de daño emergente y 2) Determinar 
si la demandada se encuentra obligada o no a abonar el mismo monto por 
concepto de daño moral. 
Así mismo se admitieron los medios probatorios de ambas partes y se procedió 
a declarar el juzgamiento anticipado del proceso en virtud del artículo 473° del 
Código Procesal Civil, quedando los autos expeditos para ser sentenciados 
dentro del plazo de ley. 
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V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
 
1. Sentencia de Primera Instancia: Décimo Sexto Juzgado Civil de Lima 
 
La parte recurrente solicita que se le indemnice por concepto de lucro cesante y 
daño moral al haber sufrido una obstrucción distal del uréter izquierdo 
imposibilitando la evacuación de la orina contenida en el riñón izquierdo como 
resultado de la operación efectuada por la demandada. 
Es menester precisar que diversos especialistas en la materia sostienen que 
ninguna operación está libre de riesgos, una histerectomía es una operación 
grave, pero la mayoría de las mujeres no sufren complicaciones, sin embargo 
estas se presentan de vez en cuando. 
La responsabilidad civil entendida desde una óptica unitaria, tiene por finalidad 
indemnizar los daños causados, la diferenciación entre responsabilidad civil 
contractual y extracontractual radica en las circunstancias y características de la 
producción del daño así como la carga de la prueba. 
Por lo que si bien es cierto no existe documento que establezca las prestaciones 
a que se obligaron las partes, sin embargo a fojas dos obra la boleta de venta N° 
0004223 la cual detalla los costos que irrogó la intervención quirúrgica a la 
demandante, situación que evidencia el vínculo contractual entre las partes. En 
cuanto al tema de la responsabilidad civil de los profesionales, la doctrina 
distingue las obligaciones, en especial las que tienen como objeto una prestación 
de hacer en: Las obligaciones de medios y de resultados. 
En las obligaciones de resultado solo interesa la conducta eficaz del deudor con 
abstracción de que haya actuado con o sin culpa. Por otro lado en las 
obligaciones de medios el objeto está compuesto por un doble juego de 
intereses, un interés final aspirado pero que resulta aleatorio y otro interés que 
se satisface con el esfuerzo del deudor en tanto se traduzca en una actividad 
prudente y diligente dirigida a lograr el interés último. 
Los medios probatorios deben ser valorados en forma conjunta, así mismo la 
carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos que sustentan su 
pretensión o a quien los contradice alegando nuevos hechos. Ahora bien, para 
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la solución del caso de autos, tendremos en cuenta lo establecido en el artículo 
1762° del Código Civil. 
Tal artículo precisa que si la prestación de servicios implica la solución de 
asuntos profesionales o problemas técnicos de especial dificultad, el prestador 
de servicios no responde por los daños y perjuicios, si no en caso de dolo o culpa 
inexcusable. De la misma forma el artículo 1330° de Código Civil establece que 
la prueba del dolo o de la culpa inexcusable corresponde al perjudicado por la 
inejecución de la obligación, o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. 
En ese orden de ideas tenemos que todos los medios probatorios ofrecidos por 
la parte demandante no demuestran la culpa grave o inexcusable en que haya 
incurrido la demandada, por ende no se puede establecer ningún grado de 
negligencia que debiera ser materia de reparación. Por esas consideraciones se 
resuelve declarar infundada la demanda interpuesta por Isabel Angélica Díaz 
Sosa contra Alicia Josefina García Llerena sobre indemnización con costos y 
costas. 
2. Sentencia Segunda Instancia: Primera Sala Civil de la Corte Superior de 
Justicia 
Corresponde determinar si la demandada incurrió o no en culpa grave o 
inexcusable que dé lugar a que sea responsable civilmente por los hechos 
demandados y si la carga de la prueba corresponde a la demandante o a la 
demandada. Es pertinente iniciar el análisis precisando que son hechos 
admitidos, es decir hechos que no requieren de probanza. 
En cuanto a la culpa grave o inexcusable de la demandada en la prestación del 
servicio sanitario (operación de histerectomía laparoscópica), debe tomarse en 
cuenta que dicho servicio se ha venido conceptuando como una obligación de 
medios y no de resultados, sin embargo discutir tal clasificación es un falso 
problema toda vez que el parámetro (establecido por ley) es la diligencia 
ordinaria. 
La medicina es una ciencia experimental que está en continua evolución y por 
lo tanto no es una ciencia exacta, pero la lex artis se identifica con el 
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conocimiento mínimo o básico comúnmente aceptado, sin embargo impone una 
diligencia máxima en lo que refiere al cuidado y vigilancia del paciente. 
En ese sentido, debe analizarse el comportamiento y actividad profesional del 
servicio médico prestado por la demandada, la cual arguye que la obstrucción 
distal del uréter izquierdo fue producto de causas imprevisibles no imputables a 
su participación profesional o por el contrario contribuían a un riesgo natural 
derivado del tipo de intervención que se había practicado (caso fortuito). 
Al respecto es necesario tener en cuenta lo previsto por el artículo 1315° del 
Código Civil que exige que para que se configure el caso fortuito o la fuerza 
mayor es necesario probar la existencia de un evento extraordinario, imprevisible 
e irresistible que impide la ejecución de la obligación o determina su 
cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. 
En el caso de autos no hay prueba alguna sobre este extremo. Así mismo la 
demandada reconoce que la obstrucción de uréteres es un riesgo en este tipo 
de intervenciones quirúrgicas, por lo que debió acreditar que acciones adoptó 
para prevenir este riesgo (lex artis), sin embargo, no se ha probado que la 
demandada actuó con la diligencia debida, y si ello es así la culpa deviene en 
inexcusable. 
Acorde al artículo 1330° del Código Civil, el perjudicado debe probar el dolo o la 
culpa inexcusable, por la inejecución de la obligación demandada. Al respecto 
debe considerarse que la carga de la prueba corresponde a quien afirma hechos 
o a quien los contradice alegando nuevos hechos (artículo 196° del Código 
Procesal Civil). 
En el caso de autos la demandante ha probado el daño que le ha causado la 
demandada, lo que además es un hecho admitido, en el sentido que el gasto que 
ella habría asumido para la recuperación de la demandante ascendería a la suma 
de S/ 38,491.94 nuevos soles. 
Si bien el artículo 196° del Código Procesal Civil nos indica cómo es que se 
distribuye la carga de la prueba, el Tribunal Constitucional ha establecido la 
posibilidad de utilizar la carga probatoria dinámica (Expediente N° 1776-2004- 
AA/TC, publicado el 20 de febrero de 2007) lo cual significa un apartamiento de 
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los cánones regulares de la distribución de la carga de la prueba, haciendo 
recaer el onus probandi sobre la parte que está en mejores condiciones 
profesionales, técnicas o fácticas para producir la prueba respectiva. 
En el caso de autos la demandada debía probar: (I) las acciones que adoptó para 
prevenir los riesgos, (II) las medidas para aminorar el posible riesgo producto de 
estas clases de operaciones y (III) que pese a la adopción de todas las 
precauciones que tuvo para ello, se produjo el daño. La demandada no solo no 
ha probado ninguno de los extremos señalados en la demanda sino que además 
implícitamente ha reconocido su responsabilidad civil desde el momento en que 
asumió el costo de gran parte del tratamiento de la actora. 
Respecto al daño moral (artículo 1322° del Código Civil), debe entenderse este 
daño como aquel daño no patrimonial inferido en valores que pertenecen más al 
campo de la afectividad que al de la realidad económica. En tal sentido al estar 
ciento treinta y dos días internado en un nosocomio para su rehabilitación 
producto de la lesión en el conducto izquierdo del uréter, resulta necesario 
resarcir a la actora en un monto razonable de conformidad a lo previsto en el 
artículo 1333° del Código Civil. 
Por estas consideraciones revocaron la sentencia recaída en la resolución N° 28 
de fecha seis de septiembre del dos mil seis que declara infundada la demanda 
y reformándola declararon fundada la incoada, ordenándose que la demandada 
Alicia García Llerena indemnice a la actora por daño emergente la suma de $ 
4,943.20 dólares americanos y una suma por concepto de daño moral 
ascendente a S/ 10,000 nuevos soles, más los intereses legales desde la fecha 
en que se produjo la primera operación. 
3. Sentencia Casatoria: Sala Civil Permanente de la Corte Suprema de 
Justicia 
Es menester precisar que por interpretación errónea se entiende cuando la Sala 
Superior en su decisión le da a la norma un sentido o un alcance que no tiene, 
aplica la norma pertinente pero le confiere más o menos requisitos de los que fija 
la ley. En el caso de autos se declaró el recurso de casación por la causal de 
interpretación errónea de los numerales 1330° y 1762° del Código Civil. 
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En cuanto a la primera agrega, que la correcta interpretación de dicha norma 
debió ser en el sentido de determinar si la demandante acreditó la existencia del 
dolo o la culpa inexcusable en el accionar de la demandada en lo que se refiere 
a la inejecución de la obligación o a su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. 
En cuanto a la segunda norma añade, que la correcta interpretación debió ser 
en el sentido de que este artículo protege a los profesionales cuando la 
prestación de servicios implica especial dificultad y que para rebatir la misma, 
debe existir una relación de causalidad entre la conducta del demandado y la 
producción del daño. 
De lo expuesto, se llega a la conclusión que las afirmaciones de la Sala de mérito 
infringen por interpretación errónea las normas en comentario. En primer lugar 
cabe precisar que estamos frente a una responsabilidad de tipo contractual y por 
consiguiente, la prueba del dolo o culpa inexcusable corresponde 
ineludiblemente al perjudicado por la inejecución de la obligación (artículo 1330° 
del Código Civil). 
En el presente caso, es obvio que quien debe acreditar el dolo o culpa 
inexcusable es la propia demandante, quien arguye ser la perjudicada, lo que no 
ha sido acreditado con ningún medio de prueba idóneo. Por lo demás es un 
hecho incontrovertible en el desarrollo del proceso, que la operación practicada 
resultaba de riesgo e implicaba la solución de un asunto profesional de especial 
dificultad. 
En tal virtud el prestador de servicio no resulta responsable por los daños y 
perjuicios, si no en caso de dolo o culpa inexcusable. En el presente caso al no 
haberse acreditado que la demandada actuó con dolo o culpa inexcusable no 
resulta jurídicamente posible indemnizar a la demandante. 
Si bien es cierto que en la sentencia del Tribunal Constitucional recaída en el 
Expediente N° 1776-2004-AA/TC, se precisa el concepto de la carga probatoria 
dinámica, señalándose que la misma significa un apartamiento de los cánones 
regulares de la distribución de la carga de la prueba cuando esta arroja 
consecuencias manifiestamente disvaliosas para el propósito del proceso, 
haciendo recaer el onus probandi sobre la parte que está en mejores condiciones 
profesionales, técnicas o fácticas para producir la prueba respectiva. 
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También lo es que dicho enunciado no puede colisionar con una norma de orden 
público, como lo es la norma contenida en el artículo 196° del Código Procesal 
Civil, que prevé la carga de la prueba, más aún, si tratándose de un asunto en el 
que se ventila una presunta responsabilidad de índole contractual, es necesario 
que la parte perjudicada acredite el dolo o la culpa inexcusable del prestador de 
servicio. 
Además aplicar el caso sub litis sin distinción alguna importaría admitirse la 
derogación de normas de orden público. Por lo que constatándose la infracción 
por interpretación errónea de las normas antes enunciadas, el presente medio 
impugnatorio debe declararse fundado y actuando en sede de instancia, debe 
casarse la resolución de vista y confirmarse la sentencia expedida por el 16° 






1. Problema Principal o Eje: 
 
Interpretación de los artículos 1330° y 1762° del Código Civil en el ámbito de la 
responsabilidad civil médica y en base a ello determinar si la demandada se 
encuentra obligada a pagar la suma de $ 4,923.20 dólares americanos por 
concepto de daño emergente y si la misma se encuentra obligada a pagar a la 
actora el mismo monto indemnizatorio por concepto de daño moral. 
2. Problemas Colaterales: 
 
El Programa de Salud Anglo Americano (seguro de salud particular) ha incluido 
como exclusión en la renovación de su póliza de seguro de salud todo 
tratamiento a obstrucciones uretrales, lo que constituye un perjuicio adicional que 
debe ser resarcido. 
3. Problemas Secundarios: 
 
Para solucionar la obstrucción causada a la demandante, la demandada efectuó 
gastos ascendentes a la suma de S/ 38,941.94 nuevos soles, los mismos que se 




VII. ELEMENTOS JURÍDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 
CASO: 




Artículo 1315.- Caso fortuito o fuerza mayor (Demandante) 
 
Artículo 1321.- Indemnización por dolo, culpa leve e inexcusable (Demandante) 
 
Artículo 1322.- Indemnización por daño moral (Demandada) 
 
Artículo 1330.- Prueba de dolo y culpa inexcusable (Demandante) 
 
Artículo 1332.- Valoración del resarcimiento (Demandada) 
 
Artículo 1333.- Constitución en mora (Juez) 
 
Artículo 1762.- Responsabilidad por prestación de servicios profesionales o 
técnicos (Juez) 
 
Código Procesal Civil: 
 
Artículo 196.- Carga de la prueba.- (Juez) 
 
Artículo 455.- Propuesta y trámite de las defensas previas.- (Demandante) 
 
Artículo 473.- Juzgamiento anticipado del proceso (Juez) 
 
Ley de Conciliación (Ley N° 26872): 
 
Artículo 6.- Carácter Obligatorio (Demandante) 
 





Carga de la prueba 
 
“De otra parte, para saber qué se entiende por carga de la prueba es 
indispensable, según DEVIS, distinguir los dos aspectos de la noción, a saber: 
1°) por una parte, es una regla para el juzgador o regla del juicio, porque le indica 
cómo debe fallar cuando no encuentre la prueba de los hechos sobre los cuales 
debe basar su decisión, permitiéndole hacerlo en el fondo y evitándole el proferir 
un non liquet, esto es, una sentencia inhibitoria por falta de pruebas, de suerte 
que viene a ser un sucedáneo de la prueba de tales hechos; 2°) por otro aspecto, 
es una regla de conducta para las partes, porque indirectamente les señala 
cuáles son los hechos que a cada una les interesa probar (…), para que sean 
considerados como ciertos por el Juez y sirvan de fundamento a sus 
pretensiones o excepciones”. 
Comentario: 
 
Hernando Devis Echandía resalta la importancia que tiene la carga de la prueba 
en el juzgador y en las partes. Para el Juez, la carga de la prueba representa 
una regla de juicio porque determina la decisión que ha de tomar, así, si la parte 
demandante no logra probar los hechos que alega, el Juez no fallará a su favor. 
Para las partes, la carga de la prueba significa una regla de conducta ya que les 
incita a recopilar todo el material probatorio a fin de hacer valer su derecho sobre 
los hechos que alegan o las excepciones que propongan y así obtener una 
sentencia a su favor. 
DEVIS ECHANDÍA, Hernando. Teoría General de la Prueba Judicial. Bogotá: 
Temis, 2002, Pág. 405. 
Carga dinámica de la prueba 
 
“No se trata de que a priori y como principio general inmutable, se invierta la 
carga probatoria que incumbe a una de las partes. De lo que se trata es de obligar 
a todos los contendientes a aportar todas las pruebas que estén a su alcance 
para lograr el conocimiento de la verdad real. En este orden de ideas el Juez 
podrá prescindir, tratándose de la prueba de la culpa, de un principio general que 
le imponga al demandante probar la culpa del demandado. Pero también deberá 
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Al referirse a la carga dinámica de la prueba, Tamayo Jaramillo precisa que no 
se trata de invertir la carga probatoria a la parte demandada, lo que se busca es 
constreñir a todas las partes en el proceso a aportar las pruebas que estén a su 
alcance a fin de alcanzar la verdad. En el campo de la responsabilidad civil 
médica, generalmente, el demandado suele ser el galeno. Sin embargo ello no 
siempre es así, por ese motivo creemos que, la definición que realiza el autor 
respecto a la carga dinámica de la prueba cuando se refiere a “obligar a todos 
los contendientes a aportar todas las pruebas que estén a su alcance” engloba 
todos los escenarios, ya que el onus probandi necesariamente no siempre recae 
en el médico, también puede recaer en la clínica, entre otros. En ese sentido la 
profesora Olenka Woolcott Oyague prefiere utilizar el término “responsabilidad 
sanitaria” la cual es mucho más compleja que la responsabilidad civil médica. 
TAMAYO JARAMILLO, Javier. Responsabilidad civil médica en los servicios de 
salud. Medellín: Biblioteca Jurídica Dike, 1993, Pág. 91. 
Exclusión de la carga probatoria dinámica 
 
“En particular, según DEVIS, el indicio está conformado por un hecho indicador 
(conocido) y la operación lógica crítica por la cual el Juez deduce, con respecto 
a ese hecho indicador, el hecho indicado (desconocido), razonamiento basado 
en las máximas de experiencia de carácter común o científico. La prueba 
indiciaria no tenía mayores incidencias en la etapa de aplicación de la carga 
probatoria dinámica. Empero, como se acaba de mencionar, esto cambió en el 
2006, pues a partir de este año el demandante tiene la carga de probar todos los 
supuestos fácticos planteados en la demanda, con la preeminencia del medio 
indiciario, pudiendo el Juez derivar indicios en contra de las partes, inclusive, de 
su conducta procesal, haciéndose innecesario acudir al dinamismo de la carga 
de la prueba. Podemos ver entonces, cómo las dificultades probatorias en esta 
materia se pueden resolver, según el Consejo de Estado, a través de una 
adecuada valoración de todas las pruebas obrantes en el proceso, dándose 
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Resulta interesante como el autor prescinde de la aplicación de la carga 
probatoria dinámica tan fácil e inteligentemente. Este hace uso del “indicio” y una 
adecuada valoración de todas las pruebas para obligar a las partes a probar 
ciertos hechos que considera son importantes para esclarecer el proceso, 
independientemente de que si son aportados por el demandante o demandado. 
En el caso de autos, la aplicación de tal figura por la Primera Sala Civil resulta 
innecesaria por los motivos antes expuestos, además, su aplicación en el campo 
de la responsabilidad civil médica implicaría la presunción de culpa del galeno, 
algo totalmente inadmisible y perjudicial para la medicina. 
PÉREZ RESTREPO, Juliana. La Carga Dinámica de la Prueba en la 
Responsabilidad Administrativa por la Actividad Médica –Decaimiento de su 
Aplicabilidad. 2011. Pág. 215. 
Responsabilidad médica 
 
Con respecto a la prueba de la culpa del deudor por parte del paciente dañado, 
la doctrina que vengo citando señala que la ausencia de culpa debe ser 
acreditada por el profesional médico. Así citando a Miccio expresa: “Medida de 
la diligencia como elemento calificante de la imposibilidad”. De manera clara, 
Fernández señala –y aquí su tesis– lo siguiente: “Si, por ejemplo en el caso de 
un médico cirujano este no logra probar que “actuó diligentemente” en realidad 
lo que opera es una imposibilidad de la prestación (no se alcanzó el resultado 
esperado por el acreedor paciente de mejorar su posibilidad de salvamento) por 
causa imputable al deudor y este responde, no por la “culpa” del médico como 
afirma toda la doctrina clásica a la cual parece afiliarse la resolución bajo 
comentario cuando afirma que el paciente “fue objeto de una defectuosa 
intervención, causante de daños culposamente ocasionados” responde en tanto 





Antes de pasar a comentar el extracto doctrinario en mención, es menester 
precisar que generalmente las prestaciones que realiza un profesional de la 
medicina se consideran como obligaciones de medios. Así mismo el prestador 
del servicio se compromete a hacer todo lo posible a fin de alcanzar el resultado 
esperado por el acreedor. Lo que espera el paciente por parte del galeno es una 
actuación diligente dirigida a alcanzar el resultado esperado. Sin embargo, ¿qué 
ocurriría si el médico no actuara con la diligencia que se requiere?. Gastón Cruz 
precisa en su tesis que es el médico quien debe probar su ausencia de culpa 
demostrando que actuó diligentemente, de lo contrario se configuraría una 
imposibilidad en la prestación. Es importante señalar que el médico no responde 
por la culpa, sino porque se interpretaría que la obligación por él no fue cumplida. 
Dicha tesis colisiona directamente con el artículo 1762 del Código Civil ya que 
es el paciente quien debe probar el dolo o culpa inexcusable del galeno. Además 
de ello, su aplicación conllevaría a manejar al antojo de los jueces una errónea 
interpretación del mencionado artículo al invertir la carga probatoria en el galeno 
argumentado que la no probanza de su actuación diligente significaría el 
incumplimiento de la obligación. 
FERNÁNDEZ CRUZ, Gastón. “Responsabilidad Civil Médica”. En: Diálogo con 
la Jurisprudencia, Tomo 1 - Julio 1995. 
Responsabilidad médica y responsabilidad sanitaria 
 
Esa mayor complejidad del contexto en que se ejecutan las prestaciones de 
salud ha llevado a preferir la expresión “responsabilidad sanitaria”, que involucra 
a todos los elementos y demás factores que conciernen a dicha ejecución dentro 
del vasto ámbito del establecimiento de salud, en lugar de una llamada 
“responsabilidad médica”, que resulta siendo de ámbito menos amplio. En 
efecto, ese ámbito más amplio es el que hoy viene a ocupar una parte 
considerable de las reflexiones de la doctrina y que bien “puede representar un 





Nos hemos acostumbrado a utilizar el término responsabilidad civil médica o 
responsabilidad médica para referirnos a un daño ocasionado por el profesional 
de la medicina en el ejercicio de sus funciones, sin embargo, no siempre es así. 
Olenka Woolcott Oyague precisa que en ocasiones los daños causados a los 
pacientes se deben a factores externos que escapan de las manos de los 
galenos, y esto se debe a las condiciones de la estructura sanitaria en donde se 
lleva a cabo la operación o post operación. En ese sentido, la autora hace 
referencia al término responsabilidad sanitaria, que a diferencia de la 
responsabilidad médica, engloba todos los elementos y demás factores que 
conciernen a la ejecución de las prestaciones de salud. 
WOOLCOTT OYAGUE, Olenka. Los daños médicos en el sistema de salud 
peruano: ¿Un problema solo de la responsabilidad Civil? - La seguridad del 
paciente y la respuesta de la responsabilidad civil. Pág. 392. 
c) Jurisprudencia de los últimos 5 años: 
 
1.- Casación N° 220-2013 del doce de noviembre del dos mil trece, Sala Civil 
Permanente de la Corte Suprema de Justicia de Lima. Materia: 
Indemnización por daños y perjuicios: 
El artículo 1762° del Código Civil hace referencia a la responsabilidad en la que 
incurrirán los profesionales en el caso de que solucionen o intenten solucionar 
problemas que reviertan especial dificultad, respondiendo por los daños y 
perjuicios únicamente en caso de dolo o culpa inexcusable. 
En el caso de autos, el profesional médico intenta solucionar fallidamente, una 
herida originada por un accidente automovilístico, la cual no reviste especial 
dificultad, por lo que se supone que el galeno ha de tener la experiencia 
necesaria a fin de determinar que herramientas ha de utilizar para sanar la 
herida. 
FUENTE: Poder Judicial. (2013). Casación N.° 220 – 2013 -Lima. Sentencia: 12 
de noviembre de 2013. 
23 
 
2.- Expediente Nº 1998-2005, resolución del veintiséis de enero de mil 
novecientos noventa y nueve, Séptimo Juzgado Civil de Lima. Materia: 
Indemnización por daños y perjuicios (resumido) 
La recurrente formula demanda de indemnización por daños y perjuicios contra 
la Clínica Ricardo Palma (RP) por mediar responsabilidad civil extracontractual. 
En ese sentido, al presentar insuficiencia respiratoria y malestar general ingresa 
a la Clínica RP, siendo atendido por el médico de emergencia, quien luego de 
haber efectuado un prediagnóstico, ordenaron sea internado en la Clínica RP por 
encontrarse al borde de un paro respiratorio. 
Al ser examinado por el Dr. David Cáceres, se le detecta lo siguiente: polisnea, 
insuficiencia respiratoria aguda y estridor laríngeo; por lo que ordena se le tome 
rayos X de tórax y de Cuello. Cuando es llamado por el radiólogo, ningún 
empleado se encontraba dispuesto para realizar el traslado del paciente, siendo 
sus propios familiares quienes lo llevaron a de sacarle las placas radiológicas. 
Consecuentemente es trasladada a la sala de internamiento instalándose en la 
cama N° 1000, al permanecer 3 días y por falta de asistencia médica se le 
inflamaron las glándulas bartolinas. Así, es examinada por un ginecólogo quien 
precisó era necesario una operación quirúrgica, luego de concluido el tratamiento 
respiratorio. Precisa que, la glándula bartolina izquierda comenzó a drenar sola 
y a pesar de ello ordenaron operarla de la glándula bartolina derecha. 
El 24 de febrero le dieron de alta, las enfermeras la retiraron de la habitación y 
por trámites administrativos y burocráticos estuvo esperando, sin poder ir a su 
domicilio desde las 12:00 pm hasta las 6:00 pm. Llegó a casa, continuó con el 
tratamiento médico indicado hasta que el 28 de febrero se volvió a sentir peor de 
lo que estaba ingresando nuevamente de emergencia a la Clínica RP siendo 
evaluada por el Dr. JCT, quien ordenó se le efectúe una operación quirúrgica 
inmediata. 
Así mismo, sin mediar orden alguna el laboratorista procedió a extraerle sangre 
para nuevos análisis, lo cual fue innecesario puesto que ya disponía de todos 
sus exámenes completos. Es menester precisar que el laboratorista cometió un 
grave error, ya que efectuó el análisis de sangre a una persona distinta de la que 
pensaba y por ese motivo la paciente de desmayó. Al recuperar la conciencia el 
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jefe de laboratorio le pidió las disculpas del caso, reconociendo tal error. 
Posteriormente fue operada y dada de alta. 
La demandante se ampara en los artículos 969°, 985° del Código Civil y 486° 
inciso 7) y 8) del Código Procesal Civil. En ese sentido se expide sentencia 
declarando infundada la demanda, señalando principalmente que a lo largo del 
proceso la demandante únicamente ha ofrecido como medio probatorio copia 
simple de una carta dirigida a la Clínica RP por el jefe de laboratorio, en la que 
se informa de las quejas verbales de la demandante por el trato recibido por el 
personal que estuvo a su cargo durante su estancia en la Clínica RP. 
De otro modo, si hay incertidumbre respecto a los métodos aplicables o se trate 
de un problema que revierta dificultad, se deberá verificar la existencia del dolo 
o culpa inexcusable. 
FUENTE: Jairo Cieza Mora. Nuestra Jurisprudencia y La Responsabilidad Civil 
Médica – Reflexiones sobre su aplicación. Jurisprudencia Civil - Dialogo con la 
Jurisprudencia N° 177. Pág. 57- 59. 
3.- Casación N° 849-1996, resolución del diez de julio de mil novecientos 
ochenta y siete. Materia: Indemnización por daños y perjuicios (resumen) 
Lo que se busca es la unificación sistemática de la responsabilidad civil 
contractual y extracontractual tomando al daño como núcleo del problema, ya 
que los presupuestos de la responsabilidad civil contractual y extracontractual 
son comunes, esto es la antijuridicidad, el daño, la relación de causalidad y los 
factores de atribución, los mismos que pueden variar de acuerdo a cada caso en 
concreto. 
FUENTE: Juan Espinoza Espinoza. Las perspectivas de modernización del 
Derecho de las Obligaciones: el estado de la cuestión en la experiencia jurídica 
peruana, Ius Et Veritas 48. Pág. 114. 
4. Expediente Nº 4784-1997, resolución del veintiocho de noviembre de mil 
novecientos noventa y siete, Tercer Juzgado Civil de Lima. Materia: 
Indemnización por daños y perjuicios: 
Don IKR Y doña MTC formulan demandada de indemnización por daños y 
perjuicios contra la Clínica Ricardo Palma y el Dr. AFG por mediar 
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responsabilidad civil extracontractual. En ese sentido, por recomendación del 
codemandado, se le programa a la codemandada, fecha para el parto por 
cesárea, siendo hospitalizada en el mes de julio dando a luz a una niña, 
resultando la operación aparentemente exitosa. 
Luego de doce horas la codemandada presentó complicaciones manifestando 
palidez, pérdida de conocimiento y disminución en la presión arterial, motivo por 
el cual es trasladado a UCI. Ese mismo año la codemandada es ingresa de 
emergencia al Hospital Arzobispo Loayza en dos ocasiones, la primera debido a 
una obstrucción intestinal y la segunda debido a un cuadro de suboclusión 
intestinal, ambas como consecuencia de la intervención quirúrgica (cesárea) 
practicada por el codemandado en la Clínica RP. 
El demandante alega los artículos 1321°, 1322° y 1764° del Código Civil, 
mientras que la codemandada Clínica RP manifiesta a través de la 
administradora Clínica RP lo siguiente: Que, en el tiempo que la demandante 
permaneció en la Clínica, de la epicrisis se puede verificar que los exámenes y 
pruebas arrojan un porcentaje de leucocitosis mononucleares, infección 
pulmonar y peritoneal por bacilo de koch. 
Así mismo, niega que el codemandado (Dr. AFG) ostente vínculo contractual 
alguno con la codemandada (Clínica RP), pues este es titular de Servimedic 
Sanaldo, persona distinta e independiente de la Clínica RP, por lo que en el 
supuesto negado de que la operación haya ocasionado la obstrucción y 
suboclusión intestinal no les acarrea responsabilidad. Finalmente agrega que, no 
existe relación de causalidad entre el parto por cesárea, el shock séptico y 
obstrucción y suboclusión intestinal. 
En ese sentido se emite sentencia declarando infundada la demanda ya que 
fueron los propios demandantes quienes eligieron al médico codemandado para 
que atendiera a la codemandante en su embarazo, suscribiendo la autorización 
correspondiente. Además, no se ha acreditado el dolo o culpa inexcusable de los 
codemandados (Dr. AFG y Clínica RP). 
FUENTE: Jairo Cieza Mora. Nuestra Jurisprudencia y La Responsabilidad Civil 
Médica – Reflexiones sobre su aplicación. Jurisprudencia Civil - Dialogo con la 
Jurisprudencia N° 177. Pág. 60-65. 
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5.- Casación N° 458-2005, resolución del 24 de enero de 2006, Corte 
Suprema de Lima. Materia: Indemnización por daños y perjuicios 
(resumido) 
Respecto a la responsabilidad civil contractual, el Código Civil ha extendido la 
esfera del resarcimiento a la que está obligado el o los causantes del daño, así 
las cosas, no sólo corresponde la reparación del daño patrimonial originado 
(daño emergente y lucro cesante), también se reconoce el derecho a la 
reparación del daño extra patrimonial (daño moral) contenido en el artículo 1322° 
del Código Civil. 
En el caso de autos la demandante solicita indemnización por concepto de lucro 
cesante, daño emergente, daño moral y daño a la persona; los cuales reconoce 
la sentencia de vista en su considerando décimo noveno. Sin embargo, cabe 
precisar que tal decisión, al reformar la sentencia apelada, hace uso únicamente 
del artículo 1321° del Código Civil, limitando el pago de la reparación al lucro 
cesante y daño emergente, excluyendo al artículo 1322° del Código Civil que 
establece que el daño moral también es susceptible de resarcimiento cuando él 
se hubiera irrogado. 
FUENTE: Eduardo Buendía De Los Santos. La actividad sanitaria en la 
jurisprudencia peruana y el derecho comparado: Necesidades de algunas 





Indudablemente uno de los temas que más se ha mencionado y el que más 
problemas ha causado es el de la carga de la prueba. El artículo 196° del Código 
Procesal Civil precisa que la carga de probar corresponde a quien afirma hechos 
que configuran su pretensión, o a quien los contradice alegando nuevos hechos. 
Sin embargo, en el ámbito de la responsabilidad civil médica, el problema surge 
con la aplicación de los artículos 1330° del Código Civil, el cual establece que “la 
prueba del dolo o de la culpa inexcusable corresponde al perjudicado por la 
inejecución de la obligación, o por su cumplimiento parcial, tardío o defectuoso”, 
y el artículo 1762° del Código Civil, el cual precisa que “si la prestación de 
servicios implica la solución de asuntos profesionales o problemas técnicos de 
especial dificultad, el prestador de servicios no responde por los daños y 
perjuicios, si no en caso de dolo o culpa inexcusable”. 
Toda vez, que el perjudicado suele ser el demandante, por lo que se evidencia 
su dificultad para probar, ya que no cuenta con las herramientas necesarias y los 
conocimientos que se requieren. 
Ante ello, surge la propuesta de la carga probatoria dinámica, que consiste en el 
apartamiento de los cánones regulares de la distribución de la carga de la 
prueba, haciendo recaer el onus probandi sobre la parte que está en mejores 
condiciones profesionales, técnicas o fácticas para producir la prueba respectiva. 
De esta manera, la carga de la prueba recaería sobre el demandado (médico) 
dejando de lado lo expuesto por el artículo 1330° del Código Civil y 196° del 
Código Procesal Civil. 
Tal “solución” ha sido dejada de lado en Colombia por una serie de motivos, el 
más importante, es el que precisa que la aceptación de la carga probatoria 
dinámica implicaría la presunción de la falla probada, esto es, presumir desde un 
inicio la culpa del médico (demandado), lo cual es inaceptable, pues significaría 
el desarrollo de una medicina defensiva. 
Así mismo, la aplicación de la carga probatoria dinámica importaría admitirse la 
derogación de normas de orden público, como lo es el ya mencionado artículo 
196° del Código Procesal Civil. Luego de haber consultado doctrina y 
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jurisprudencia relevante, hemos llegado a la conclusión que no es necesaria la 
aplicación de la carga probatoria dinámica para este tipo de situaciones. 
Pues creemos que tal inconveniente se puede suplir haciendo uso del “indicio” y 
una adecuada valoración de todas las pruebas para obligar a las partes a probar 
ciertos hechos que considera son importantes para esclarecer el proceso, 





La sentencia casatoria expedida por la Sala Civil Permanente de la Corte 
Suprema, corrigió los errores en los que incurrió la Primera Sala Civil de la Corte 
Superior (órgano de segunda instancia), al interpretar erróneamente los artículos 
1330° y 1762° del Código Civil. 
Las opiniones oportunas de los especialistas en la materia designados por el 
Colegio Médico del Perú, hubiesen sido fundamentales a fin de obtener un 
diagnostico específico de las causas de la obstrucción distal de uréter izquierdo 







- Analizar con mayor profundidad la aplicación al caso de autos de la 
sentencia recaída en el expediente N° 1776-2004-AA/TC respecto a la 
carga probatoria dinámica, ya que lo contenido en dicha sentencia no 
puede colisionar con una norma de orden público como lo es el artículo 
196° del Código Procesal Civil. 
 
- Recordar a la Primera Sala Civil, que no corresponde a la parte que alega 
caso fortuito o fuerza mayor (art. 1315° del Código Civil), “probar la 
existencia del evento extraordinario, imprevisible e irresistible”. Ya que 
estos se convierten en barreras para el juez, pues su facultad de 
interpretación es muy amplia y general incluyendo un examen exhaustivo 
de todos los acontecimientos del caso. 
 
- Advertir la colisión de los artículos 1315° y 1330° del Código Civil en la 
responsabilidad civil médica. Toda vez que al producirse el caso fortuito o 
fuerza mayor, la parte que alega tales sucesos debe probar que actuó con 
diligencia ordinaria (art. 1314° del Código Civil), dejando de lado las 
características de extraordinario, imprevisible e irresistible. 
 
- Por otro lado, el artículo 1330° del Código Civil precisa que “corresponde 
al perjudicado la prueba del dolo o la culpa inexcusable por la inejecución 
de la obligación o por su cumplimiento parcial tardío o defectuoso”. 
 
- Del mismo modo, resulta inaplicable el artículo 1315° del Código Civil ya 
que, al argumentar caso fortuito o fuerza mayor, es el médico quien tiene 
que probar que actuó con diligencia ordinaria (art. 1314°), por lo que la 
carga de la prueba recaería en el galeno. Tal situación es imposibilitada 
por los artículos 1762° y 1330° del Código Civil, ya que, al ser las 
prestaciones de salud, servicios que implican especial dificultad, este solo 
responde por dolo o culpa inexcusable (art. 1762°) y la prueba del dolo o 
culpa inexcusable corresponde al perjudicado (art. 1330°). 
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- Estudiar detenidamente la importancia de la expresión “responsabilidad 
sanitaria” a la que hace mención Olenka Woolcott Oyague para referirse 
a todos los elementos y demás factores que conciernen a la ejecución de 
prestaciones de salud, dentro del vasto ámbito del establecimiento de 
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Artículo 1314.- “Quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, no 
es imputable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso”. 
Felipe Osterling Parodi1 
 
El artículo 1314 prescribe que quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, 
no es imputable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, 
tardío o defectuoso. La norma se refiere a la causa no imputable, es decir, a la 
ausencia de culpa, como concepto genérico exoneratorio de responsabilidad. 
Basta, como regla general, actuar con la diligencia ordinaria requerida para no 
ser responsable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento 
irregular. Es justamente ese principio el que determina las consecuencias de la 
ausencia de culpa. 
En caso de ausencia de culpa, el deudor no está obligado a probar el hecho 
positivo del caso fortuito o fuerza mayor, es decir, la causa del incumplimiento 
por un evento de origen conocido pero extraordinario, imprevisto e inevitable. En 
la ausencia de culpa, el deudor simplemente está obligado a probar que prestó 
la diligencia que exigía la naturaleza de la obligación y que correspondía a las 
circunstancias del tiempo y del lugar, sin necesidad de demostrar el 
acontecimiento que ocasionó la inejecución de la obligación. 
El artículo 1315, precepto novedoso en la legislación peruana, define los casos 
fortuitos o de fuerza mayor como causas no imputables, atribuyéndoles las 
características de eventos extraordinarios, imprevisibles e irresistibles. La norma 
tiene su origen en los artículos 1148 del Código francés, 514 del Código 





1 Felipe Osterling Parodi, doctor en Derecho y abogado en ejercicio, socio del Estudio Osterling; 
profesor de Obligaciones en la Pontificia Universidad Católica del Perú y profesor honorario y 
extraordinario en diversas universidades. Fue Presidente de la Comisión que tuvo a su cargo el 
Estudio y Revisión del Código Civil de 1936, que dio origen al Código Civil de 1984. En tal 
condición fue ponente del Libro VI sobre Las Obligaciones. Ha sido Decano de la Facultad de 
Derecho de la Pontificia Universidad Católica del Perú, Ministro de Estado en la cartera de 
Justicia, Senador y Presidente del Congreso de la República, Decano del Colegio de Abogados 
de Lima y Presidente de la Academia Peruana de Derecho. 
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Los casos fortuitos o de fuerza mayor tienen iguales características. 
Teóricamente, sin embargo, cabe hacer una distinción. Así, se considera que el 
caso fortuito alude solo a los accidentes naturales –lo que en el Derecho 
anglosajón se denomina “Act of God” (hecho de Dios)-; en cambio, la fuerza 
mayor involucra tanto los actos de terceros como los atribuibles a la autoridad – 
denominados en el Derecho anglosajón “Act of Prince” (hecho del príncipe)-. 
Como ya se ha expresado, ambos consisten en acontecimientos extraordinarios, 
imprevisibles e irresistibles para el deudor y, desde luego, independientes de su 
voluntad. En todo caso fortuito o de fuerza mayor hay, necesariamente, ausencia 
de culpa. Estos eventos configuran, definitivamente, causas no imputables. 
Con el fin de evitar posibles confusiones, conviene precisar términos. 
Acontecimiento extraordinario es todo aquél que sale de lo común, que no es 
usual. La previsión, por su parte, debe considerarse al tiempo de contraerse la 
obligación; a diferencia de la resistibilidad, que se presenta al momento de 
cumplirla. Si el acontecimiento fuera irresistible desde el momento en que se 
contrajo la obligación, el acto jurídico sería nulo, porque tendría objeto imposible. 
El requisito de la previsión se exige cuando el deudor no previó lo que debía, o 
cuando, habiendo previsto el acontecimiento, se obliga a algo que 
presumiblemente iba a ser imposible. En ambos casos el acontecimiento es 
imputable al deudor, pues equivale a un hecho suyo. 
Pero la previsibilidad no debe apreciarse en abstracto, porque si así lo 
hiciéramos prácticamente todo acontecimiento sería previsible y no existiría, por 
tanto, el caso fortuito o de fuerza mayor. El acontecimiento es imprevisible 
cuando los contratantes no tienen motivos atendibles para presumir que éste 
vaya a suceder. La noción de imprevisibilidad se aprecia, pues, tomando en 
consideración todas las circunstancias de la obligación. La rareza, el carácter 
anormal del evento, las remotas posibilidades de realización, configuran el caso 
fortuito o de fuerza mayor. 
El requisito de la irresistibilidad, por último, supone la imposibilidad de 
cumplimiento. La dificultad de cumplimiento no exonera al deudor, aun cuando 
la prestación se haya convertido en más onerosa de lo previsto. Tampoco 
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interesa la situación personal del deudor; la ausencia de medios económicos 
para cumplir la obligación no tiene fuerza liberatoria. 
En conclusión, las características de extraordinario, imprevisible e irresistible 
constituyen simples derroteros para el juez; su facultad de apreciación, en esta 
materia, es muy amplia, y comprenderá el examen de todas las circunstancias 
del caso analizado. Lo que en ciertas oportunidades es caso fortuito o de fuerza 
mayor, en otras no lo es. 
Pero lo expresado no significa que todos los acontecimientos que se presenten 
sin culpa, como antes lo indicamos, configuren casos fortuitos o de fuerza mayor. 
Usualmente el deudor tan solo debe probar que ha actuado con la diligencia 
requerida, vale decir, sin culpa, para quedar exonerado de responsabilidad. 
Generalmente el deudor no precisa demostrar el caso fortuito o de fuerza mayor. 
Así lo señala, lo reiteramos, el artículo 1314 del Código, que exige –como causa 
no imputable- la prueba de la diligencia ordinaria requerida. 
La excepción se configura cuando la ley o el pacto establecen en forma expresa 
lo contrario, es decir, cuando prevén para la exoneración del deudor que el 
acontecimiento obedezca a un caso fortuito o de fuerza mayor. Ello ocurría, por 
ejemplo, en el caso previsto por el artículo 1518 del Código Civil de 1936, que 
atribuía responsabilidad al arrendatario por el incendio que afectaba al bien 
objeto de la locación-conducción, a no ser que proviniera de caso fortuito o de 
fuerza mayor. En este caso el arrendatario no podía exonerarse de 
responsabilidad probando que había actuado diligentemente, es decir, sin culpa. 
Tenía que demostrar el caso fortuito o de fuerza mayor. 
Los Mazeaud, al distinguir entre el caso fortuito o de fuerza mayor y la ausencia 
de culpa, expresan que “para saber si existe ausencia de culpa, hay que 
preguntarse si una persona cuidadosa se habría comportado como el 
demandado. Para saber si existe fuerza mayor, hay que preguntarse si una 
persona cuidadosa se habría encontrado en la imposibilidad de obrar de manera 
distinta que el demandado. 
Así, cabe no haber incurrido en culpa alguna sin que exista fuerza mayor”. 
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Esta doctrina ya había sido enunciada por tratadistas tan distinguidos como 
Giorgi y Josserand. Dice Giorgi que “no en todas las obligaciones contractuales 
el deudor está sujeto a esta prueba (la del caso fortuito o fuerza mayor) para 
librarse, sino solamente es necesaria en los casos en que la ley no admite otra 
excusa más que el caso fortuito o fuerza mayor. En los demás puede librarse 
probando simplemente haber usado el grado de diligencia exigido en el contrato, 
esto es, diciendo hallarse exento de una culpa de la que debía responder”. 
Messineo, comentando el Código Civil italiano de 1942, se refiere al caso fortuito 
o fuerza mayor con significado diverso del de causa no imputable. La causa no 
imputable –afirma Messineo- debe concebirse en sentido negativo, esto es, 
como la circunstancia genérica impeditiva cuya paternidad no puede hacerse 
remontar a la voluntad o conciencia del deudor y cuya presencia basta para 
exonerarlo; el caso fortuito o de fuerza mayor es un hecho positivo que en 
determinadas circunstancias se exige para la exoneración. La regla general para 
exonerarse – agrega- es la presencia de una causa no imputable (hecho 
negativo), mientras que en otros casos es necesaria la prueba más gravosa del 
caso fortuito o de fuerza mayor (hecho positivo tampoco imputable). 
Parece claro, entonces, que en la ausencia de culpa el deudor no está obligado 
a probar el hecho positivo del caso fortuito o de fuerza mayor, esto es la causa 
del incumplimiento debida a un evento de origen extraordinario, imprevisto e 
inevitable. En la ausencia de culpa, el deudor está simplemente obligado a 
probar que actuó con la diligencia requerida, sin necesidad de demostrar el 
acontecimiento que ocasionó la inejecución de la obligación. La ausencia de 
culpa se prueba acreditando la conducta diligente; a diferencia del evento 
fortuito, cuya prueba, a veces más severa, requiere identificar el acontecimiento 
y otorgarle las características señaladas de extraordinario, imprevisible e 
irresistible. 
El principio general, en conclusión, es que el deudor solo debe demostrar su 
conducta diligente para quedar exonerado de responsabilidad, salvo que la ley o 
el pacto exijan la presencia del caso fortuito o de fuerza mayor. En esta última 
hipótesis habrá que identificar el acontecimiento que impidió que se cumpliera la 
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obligación, y probar sus características de extraordinario, imprevisible e 
irresistible. 
Si una persona emplea la “diligencia ordinaria requerida por las circunstancias”, 
y a pesar de ello deja de cumplir con la obligación asumida, resulta razonable 
que tal particularidad u ocurrencia sea considerada como una determinante de 
la ruptura de la relación causal. 
El tema del incumplimiento, a pesar de haber obrado con total diligencia, según 
las circunstancias, está regulado por el citado numeral 1314 del Código Civil 
peruano, el mismo que constituye la puerta de entrada al Título de Inejecución 
de Obligaciones. En efecto, dicha norma prevé que la inejecución comprende 
tanto el incumplimiento, como el cumplimiento parcial, tardío o defectuoso. 
El dispositivo bajo comentario establece la pauta de inimputabilidad, dada por el 
concepto de la culpa. Si bien el texto no menciona expresamente el término 
“culpa”, se infiere nítidamente que su presencia es requerida para atribuir 
imputabilidad, al disponer que no es imputable por las consecuencias del 
incumplimiento quien actúa con la diligencia ordinaria requerida. 
Si partimos de la premisa de que quien actúa con dicha diligencia no es imputable 
de la inejecución o cumplimiento parcial, tardío o defectuoso de la obligación, 
llegamos a la conclusión evidente de que quien no actúa con tal diligencia sí es 
imputable (o responsable) de la inejecución o cumplimiento parcial, tardío o 
defectuoso de la obligación. 
Esto quiere decir que a efectos de establecer la responsabilidad de quien ha 
incumplido o cumplido parcial, tardía o defectuosamente con su obligación, se 
debe partir del análisis de su culpabilidad. En otras palabras, la responsabilidad 
en la inejecución de obligaciones es de tipo subjetivo. 
¿En qué casos podría un deudor no ser imputable por su incumplimiento? En 
principio, cuando habiendo actuado con la “diligencia ordinaria requerida” no ha 
cumplido satisfactoriamente con la prestación a su cargo. Esto implica, 
ciertamente, elaborar un análisis conceptual para estructurar el marco dentro del 
cual se considera que existe tal diligencia exoneratoria de responsabilidad. 
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El autor de estos comentarios en la Exposición de Motivos2 del numeral antes 
referido, señala lo siguiente: 
“El artículo 1314 prescribe que quien actúa con la diligencia ordinaria requerida, 
no es imputable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento parcial, 
tardío o defectuoso. La norma se refiere a la causa no imputable, es decir, a la 
ausencia de culpa, como concepto genérico exoneratorio de responsabilidad. 
Basta, como regla general, actuar con la diligencia ordinaria requerida para no 
ser responsable por la inejecución de la obligación o por su cumplimiento 
irregular. Es justamente ese principio el que determina las consecuencias de la 
ausencia de culpa. 
En caso de ausencia de culpa el deudor no está obligado a probar el hecho 
positivo del caso fortuito o fuerza mayor, es decir, la causa del incumplimiento 
por un evento de origen conocido pero extraordinario, imprevisto e inevitable. En 
la ausencia de culpa el deudor simplemente está obligado a probar que prestó la 
diligencia que exigía la naturaleza de la obligación y que correspondía a las 
circunstancias del tiempo y del lugar, sin necesidad de demostrar el 
acontecimiento que ocasionó la inejecución de la obligación”. 
Para nuestro ordenamiento –y, en general, éste constituye el criterio de 
responsabilidad que sigue la mayor parte de los sistemas de la familia romano 
germánica-, el actuar con la diligencia ordinaria requerida exonera al deudor de 
la responsabilidad por la inejecución de la obligación, o por su cumplimiento 
parcial, tardío o defectuoso. En los demás casos –desde la culpa leve, hasta la 
culpa inexcusable y el dolo-, el deudor sí es imputable e incurre en 
responsabilidad. Y de ser imputable, el deudor está sujeto al pago de la 
correspondiente indemnización por los daños y perjuicios causados por su 
inejecución. 
Apunta la doctrina que tres son los requisitos para que se constituya el 
incumplimiento imputable: 




2 Osterling Parodi, Felipe. Las Obligaciones. Biblioteca Para leer el Código Civil. Lima: Fondo 
Editorial de la Pontificia Universidad Católica del Perú, 1988, vol. VI, pp. 198 y 199. 
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Siempre es una conducta, un comportamiento del sujeto que se manifiesta 
por un hecho exterior, positivo o negativo. 
(b) Que se trate de un incumplimiento contrario a Derecho. 
 
Entendido el Derecho como totalidad, es decir, integrado no solo por la ley 
en sentido lato (incluyendo las cláusulas contractuales), sino también –en 
expresión de la doctrina- por los principios jurídicos superiores. En el plano 
contractual, si se acepta la teoría normativa (según la cual las cláusulas 
convencionales son verdaderos “derecho objetivo”), también debe admitirse 
que su violación está comprendida en el concepto de antijuridicidad. 
(c) Que preexista una obligación anterior. 
 
Hay incumplimiento cuando se debe una prestación y no se la ejecuta. 
 
Nuestro ordenamiento exige diligencia ordinaria en el cumplimiento de las 
obligaciones. En caso contrario el deudor incurre en responsabilidad. La 
dificultad consiste no solo en definir, sino en dar consistencia objetiva a esta 
categoría, a fin de llevarla a un uso jurídico justo y eficaz. 
La diligencia ordinaria importa una conducta o comportamiento –pudiendo ser 
esta actividad negativa- que el deudor debe desplegar para satisfacer el interés 
del acreedor, es decir, el deber del deudor consiste en la ejecución de la 
prestación debida. El carácter subjetivo de nuestro ordenamiento está marcado, 
pues, por este requisito de “diligencia ordinaria”, ya que de lo contrario, sin tan 
solo importase el resultado –sin considerar conducta, actividad o 
comportamiento alguno por parte del deudor-, sería irrelevante que el deudor 
hubiese actuado diligente o negligentemente, puesto que solo se evaluaría dicho 
resultado, y esta evaluación devendría en objetiva. El cumplimiento o 
incumplimiento sería todo lo que habría que verificar a efectos de la 
determinación de responsabilidad. 
Más aún, la responsabilidad “objetiva” -donde no interesa la existencia de culpa 
o dolo- ya ingresa más al campo del riesgo creado, el mismo que calibra la 




Para Cabanellas3 el término “diligencia” ostenta múltiples y trascendentes 
significados jurídicos: cuidado, solicitud, celo, esmero, desvelo en la ejecución 
de alguna cosa, en el desempeño de una función, en la relación con otra persona, 
etc. Los demás significados apuntan más a su acepción del trámite, siendo la 
acepción general la que nos atañe. Al respecto, Cabanellas amplía: “la diligencia 
se erige en la clave de la observancia de las obligaciones legales y aun 
voluntarias; y determina, en su declinación o falta, la calibración de la culpa, 
desde el rigor de la grave a la eventual exigencia de las resultas de la levísima. 
Como desempeño de funciones a cargo, el eclipse de esta diligencia –en el 
parcial de la negligencia o en el total de la omisión- origina además eventuales 
sanciones punitivas, con la pérdida de los puestos desempeñados y 
resarcimiento económico pertinente. Así, pues, se está en el antídoto más eficaz 
frente a las responsabilidades de carácter civil, penal o profesional”. 
Pero seguimos en la misma indefinición, que constituye invariablemente el “lado 
oscuro” de adoptar patrones subjetivos para la determinación de la 
responsabilidad. La indefinición está dada por el criterio de conceptualización o 
demarcación de territorio del término “diligencia”. ¿Qué entendemos, o mejor 
dicho, cómo medimos la diligencia con que actuó o dejó de actuar un sujeto que 
no ha cumplido con su obligación? Esto, como vemos, resulta fundamental y 
constituye el punto neurálgico en la inejecución de las obligaciones, puesto que 
en función al uso de este instrumento es que se determinará la existencia de 
responsabilidad y, en su caso, de su graduación. 
Entramos, pues, al terreno de las ambigüedades, terreno que puede ser 
peligroso, a menos que la solución jurídica revista características de tipo objetivo 
que la sustraigan de la abstracción. Sabemos que las abstracciones tienen de 
positivo la flexibilidad que permite adecuarse al caso particular, atendiendo a los 
principios de justicia e igualdad4, pero al mismo tiempo entrañan el riesgo de caer 
en la incertidumbre, que acarrea inseguridad. Un criterio puramente objetivo 
puede ser seguro, en tanto es inamovible y difundido, siendo el caso, por 
 
3 Cabanellas, Guillermo. Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual. Buenos Aires: Editorial 
Heliasta S.R.L., 1989, tomo III, p. 253. 
4 La justicia comprende a la igualdad, pero esta última entendida como el tratamiento igual para 
los iguales y desigual para los desiguales. 
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ejemplo, de la multa por inobservancia de la señal de tránsito. Es irrelevante 
determinar si la persona que cruzó con su automóvil la avenida estando el 
semáforo en rojo se encontraba en estado de ebriedad, 5 o simplemente 
distraída, o en un estado de aprensión absoluta debido a que acudía al hospital 
porque se acababa de enterar de que su hijo había sufrido un grave accidente. 
En cualquier caso, la multa será siempre la misma, y éste constituye un criterio 
objetivo: nadie va a reducir la multa atendiendo a las circunstancias de cada 
individuo, ya que de lo contrario habría una gran congestión en las Comisarías, 
o en los Juzgados de Paz, por la cantidad de reclamantes, y ello requeriría de 
personal adicional para atender estos hechos y, en cualquier caso, relativizaría 
las normas de flujo vehicular, generando, a la postre, más perjuicios. 
No obstante, cerrar el sistema a criterios totalmente objetivos también acarrea 
problemas, ya que no se puede sacrificar a la justicia en aras de la seguridad, 
puesto que la injusticia –a la larga- tiene de invitada a la inseguridad. Un Derecho 
injusto es un Derecho inseguro. Por ello es función del Derecho alcanzar la 
justicia, pero también la seguridad, por lo que ambos fines deben caminar juntos, 
en un equilibrio que no siempre es fácil de lograr. 
Volviendo al tema que nos atañe, podemos formular la pregunta de ¿cómo lograr 
entonces el equilibrio entre justicia y seguridad en un concepto tan subjetivo 
como el de diligencia? 
Si se concibe a la diligencia como un “conjunto de actos con miras a un 
resultado”, entonces estamos ante un criterio objetivo. Pero al añadir a este 
concepto el sentido psicológico de la “actitud con vista a un resultado”, es decir, 
a procurar medir también la “actitud” de la persona diligente, ¿de qué estamos  
hablando?, ¿del conocido –y siempre cuestionado- patrón del “buen padre de 
familia”? 
“Cuando se habla de la ‘diligencia’ de un ‘buen padre de familia’, se considera 
esa actitud, esa tensión del deudor con la mira del resultado prometido, y no los 
actos por los cuales se manifestará. Porque esos actos varían según las 
 
5 En tal caso, ciertamente, se le incrementaría la sanción administrativa (y hasta se configuraría 
un ilícito penal), debido al agravante, pero en realidad esto constituye una sanción adicional por 
otra falta que se sumaría a la cometida. 
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circunstancias, a las cuales deben adaptarse; si el deudor encuentra un 
obstáculo muy importante, la ‘diligencia’ de un buen padre de familia no será 
incompatible con una inacción total; es decir, no será jamás la fuerza mayor la 
que podrá impedir al deudor en desplegar cierta ‘diligencia’, en el sentido 
psicológico del término. Más aún, imponerle al porteador que transporte con la 
‘diligencia’ de un buen padre de familia, y evitar los robos, salvo fuerza mayor 
imprevisible e irresistible, sería sencillamente establecer dos regímenes 
diferentes para esas dos obligaciones, principal la una y accesoria la otra, y no 
regir según dos principios unos problemas diferentes; una actitud tanto más 
inadmisible por cuanto la obligación de evitar los robos se descompone, en sí, 
en lo imperativo de adoptar cierto número de medidas concretas. Cabe 
distinguir, en la obligación, su objeto (transportar, vigilar, construir) y su contenido 
(‘diligencia’ de un buen padre de familia, por ejemplo); cabe distinguir también la 
obligación principal (transportar) y algunas obligaciones accesorias (vigilar, 
entregar); pero resulta imposible distinguir algo en el contenido mismo de la 
obligación, en la ‘diligencia’ que impone: el contenido de la obligación es una 
noción simple, indisociable”.6 
Es conocido el apotegma que reza: Jura vigilantibus, non dormientibus 
subveniunt,7 y es también sabido que él rige nuestro Código Civil. Un ejemplo 
muy patente se encuentra cuando se premia la diligencia de quien primero 
inscribió su título de propiedad de un inmueble –en caso de concurrencia de 
acreedores-, aun por encima de quien primero adquirió la propiedad u otro 
derecho sobre el mismo. En Derecho de Obligaciones es explícito el deber de 
obrar con diligencia. 
Quien actúa con diligencia es alguien diligente. Según la Real Academia 
Española, diligente es “Cuidadoso, exacto y activo. Pronto presto, ligero en el 




6 Cabanellas, Guillermo. Op. Cit., tomo II, p. 
254. 
7 “Las leyes protegen a los diligentes, no a los 
descuidados”. 
8 Real Academia Española. Diccionario de la Lengua 




esmerado. Pronto rápido, ágil, ligero, presto en la ejecución. Por contrapuesto al 
negligente, quien procede con diligencia está relevado en principio de culpa en 
el discernimiento de la conducta y en lo contractual y extracontractual, siempre 
que la valoración del proceder sea positiva. … ”.8 
La noción de “buen padre de familia” devino en cierto desgaste por su 
obsolescencia. Esta noción no conduce a una apreciación justa de las 
obligaciones de un deudor, puesto que la actitud de cuidado que se espera de 
un deudor no es la misma que la que se espera de un buen padre de familia. Es 
mejor buscar un modelo más cercano a la realidad de las relaciones obligatorias. 
El Código suizo, por ejemplo, alude al buen administrador. Dentro de este orden 
de ideas, es más lógico referirse al hombre medio normal, quien idealmente toma 
las precauciones y previsiones necesarias, y se comporta –en general- con la 
diligencia esperada. 
Pero, otra vez nos podemos preguntar, ¿quién es este hombre medio?, ¿se trata 
de buscar al hombre más común dentro de toda una población?, ¿es el hombre 
al que nada le sobra pero nada le falta y que ha cumplido con ciertos requisitos 
mínimos de educación? Y aun si se ubicara al “hombre medio” más idóneo (juicio 
muy subjetivo, por cierto), ¿se puede aplicar a toda su forma de conducta? 
El “exceso” de consideraciones va rompiendo la concepción del modelo 
estándar, del patrón objetivo de conducta ideal a seguir. Un patrón de conducta 
fijo es inamovible, o en todo caso, su modificación es mínima, conservando la 
rigidez del modelo. Al entrar a tallar consideraciones que, a modo de excepción, 
van minando el patrón, relativizándolo en función de cada caso en particular, el 
concepto de estándar empieza a declinar, cediendo a criterios de corte 
subjetivista. Como repetimos, el problema de esta última solución es la maraña 
de incertidumbre que trae consigo, puesto que, como consecuencia, no se sabe 
a ciencia cierta cuándo es que una persona es imputable o no, ya que deben 











Según nuestro ordenamiento legal, la diligencia ordinaria constituye contraparte 
de la culpa leve. 
Ciertamente vemos cómo es que la noción de culpa leve, que obedece a una 
graduación de culpas, representa el criterio subjetivo por excelencia para 
determinar la responsabilidad. Es el criterio más favorable al deudor, tendencia 
por la que optó el legislador. La Exposición de Motivos del Código Civil así lo 
establece: 
“Cuando el deudor, por falta de diligencia ordinaria omite ejecutar la prestación 
prometida, incurre en culpa. El resultado dañoso no querido por el deudor, 
obedece a su imprudencia, torpeza, o en general a su falta de diligencia. Debe 
advertirse, sin embargo, que la regla se refiere a la falta de diligencia ordinaria, 
que constituye la culpa leve, porque en caso de negligencia grave, estaríamos 
ante un supuesto de culpa inexcusable. 
En la culpa leve, a diferencia del dolo, no hay intención de incumplir, no hay mala 
fe de parte del deudor. Y, a diferencia de la culpa inexcusable, no hay 
negligencia grave, sino tan solo la falta de diligencia ordinaria. La negligencia 
consiste en una acción (culpa in faciendo) u omisión (culpa in non faciendo) no 
querida, pero que obedece a la torpeza o falta de atención del deudor, o en 
general a la omisión de la diligencia ordinaria que exija la naturaleza de la 
obligación y que corresponda a todas las circunstancias, trátese de las personas, 
del tiempo o del lugar. 
 
 
Las reglas previstas están plenamente justificadas. En esta materia las 
situaciones de hecho son siempre distintas y ello ocasiona una singular dificultad 
para apreciar con una idea abstracta, sea la del ‘buen padre de familia’ o la del  
‘comerciante honesto y legal’. Lo que debe apreciarse y juzgarse, en definitiva, 
es la conducta de determinado evento, y no el proceder de cualquier persona del 
género humano. 
Es prudente, por ello, que el concepto de culpa no se atenga a principios rígidos, 
pero también es necesario que el juez aprecie y decida, en cada caso concreto, 
si el deudor incurrió en culpa inexcusable, o sea si actuó con negligencia grave, 
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o si procedió con culpa leve, es decir omitiendo tan solo la diligencia ordinaria 
debida”. 
Es claro que la intención del legislador apuntaba a eludir criterios abusivos o 
arbitrarios para el deudor, pero favorables al acreedor, en tanto que el otro 
extremo puede ocasionar el efecto contrario: favorable para el deudor, pero 
perjudicial para el acreedor, cuyo interés estará siempre sujeto a riesgos 
mayores. 
Por las consideraciones anotadas, es nuestra opinión aplicar un criterio subjetivo 
que parta de un modelo referencial (objetivo) del término medio, considerando 
tanto la persona del deudor como la del acreedor. 
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El tema del consentimiento informado desarrollado por el Profesor Dr. Carlos 
Fernández Sessarego, es una completa e interesantísima doctrina jurídica con 
fundamentos en la Bioética y en la Biojurídica, cuya actualidad e importancia están 
fuera de toda discusión. 
 
En este editorial deseo desarrollar tres aspectos basados en la obra del Dr. Carlos 
Fernández Sessarego y que son sobresalientes de la misma: 
 
1° La cuestión de la libertad; 
 
2° el pensamiento acerca de la existencia; 
 
3° la conformación de una auténtica y sólida Filosofía del Derecho, acorde con las 
necesidades y características de nuestra época, aplicada a la Medicina actual. 
 
La libertad. No existe seguramente tema más importante y más discutido que éste 
en toda la Historia de la Filosofía: Sócrates, en el siglo V a C, sitúa a la libertad como 
la consecuencia de la educación y del respeto a las leyes (CRITÓN), que garantizan 
nuestra libre elección. 
 
Sócrates, en efecto, introdujo su método – el método socrático – en completa 
libertad, con el fin de hallar la verdad (ALETHÉIA) oculta en las opiniones (DOXAI). 
A este método lo denominó la mayéutica (MAHIESIS = dar a luz, alumbrar). Mediante 







en las primeras respuestas dadas por el interrogado acerca de un tema trascendente 
(el bien, la belleza, la amistad, el valor, la lealtad…): De este modo, finalmente, 
gracias a Sócrates, el “alumbrador”; el interlocutor lograba, por sí mismo, hallar ese 
núcleo de verdad que se hallaba encerrado en las diversas opiniones sobre el tema 
particular. Se trató así de una verdadera educación en libertad, pues el diálogo era 
total y absolutamente libre. 
 
Vale, en este momento, transcribir la clásica definición socrática de educación: 
“educar consiste en despertar al alma del hombre para el bien, la belleza y la verdad”. 
¡Hermosa definición que ha atravesado los siglos! En la actualidad, el método 
socrático se aplica en numerosas universidades e instituciones educativas, en el 
mundo entero. 
 
Platón, en el siglo IV a C, la pone en relación con las cuatro virtudes cardinales 
(ARETÉS), que hacen posible que el ser humano adopte una conducta ética. Platón, 
cuyo verdadero nombre fue Arístocles, planteó en sus famosos Diálogos (DIALOGEIN 
= pensar entre dos), la libertad del alma para elegir la potencia suprema del alma, 
la razón, y alcanzar así la verdad contenida en la esfera de las ideas universales y 
eternas (EIDÓS= esencias). Por esa suprema potencia, el hombre descubre las cuatro 
virtudes esenciales de la existencia que preparan al ser humano para alcanzar ese 
mundo ideal, del cual emergió su alma: la prudencia, la fortaleza, la templanza y la 
justicia, esos cuatro faros luminosos que han de alumbrar la existencia y ser garantía 
para la salvación definitiva del alma. 
 
Sin la libertad lo anterior no sería posible. 
 
Aristóteles, algún tiempo después, la pone en el centro mismo de su ética 
nicomaquea: la phrónesis o prudencia es la elección libre, guiada por la razón, de 
aquello que nos hace seres racionales e inteligentes. Las virtudes dianoéticas o 
intelectuales son las supremas, aquéllas que habrán de guiar y orientar nuestro 
comportamiento y nos lleven a la eudomoniaa (la felicidad). 
 
Aristóteles, el Estagirita, coloca a la libertad como el motor de las llamadas virtudes 
dianoéticas o intelectuales, las virtudes superiores, por las que el hombre racional 
alcanza la plenitud y la felicidad. El hombre racional, aquél que ha desarrollado al 
máximo su razón, es también el más feliz (el de mayor plenitud) puesto que es el 
que más se asemeja a Dios (el acto puro, la forma pura), quien, en su infinita 
sabiduría y plenitud, es también infinitamente feliz. El Dios de Aristóteles es, 
asimismo, infinitamente libre. El hombre sabio entonces (SOPHÓS), es, por ende, 
plenamente libre: ha alcanzado la sabiduría y la felicidad gracias a la libertad. 
 
Así, en la Grecia clásica, se plantea ya la libertad – en todos sus aspectos – como la 
máxima condición humana en la búsqueda de la verdad tanto existencial como 
supraexistencial. 
 
Agustín de Hipona (San Agustín), en los siglos IV y V d.C. trata la cuestión del libre 
albedrío extensamente, en su obra más importante, “Confesiones”. Lo considera el 
atributo más perfecto del hombre, un don de Dios al ser humano, don que le permite 
perfeccionarse y realizarse en plenitud. Gracias a ella (a la libertad), el hombre 
adquiere la dimensión de persona, una categoría irreversible que jamás, haga lo que 
haga, podrá perder. Por el libre albedrío, es capaz la persona de llevar a cabo actos 
supremos de resonancia universal: su sola presencia modifica el entorno entero y lo 
convierte en mundo (MUNDUS = limpio). 
 
En el siglo XVIII, Emmanuel Kant, en su “Crítica de la Razón Práctica”, liga la libertad 
a la inmortalidad del hombre y a la divinidad; se trata, en efecto, del primero de los 
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tres postulados kantianos, que incluyen también a la inmortalidad y a Dios, 
fundamentos de su teoría moral. 
 
Vale la pena abundar un poco en este aspecto de la filosofía kantiana: Kant pone la 
moralidad muy por encima de la ciencia. El hombre sólo tiene dignidad por cuanto es 
capaz de participar en la moralidad y posee tanta dignidad como moralidad. Es, por 
tanto, inmoral emplear a la persona como mero medio o instrumento para logar 
nuestros fines. Pero, la moral se sustenta en la libertad de modo que la dignidad 
humana y el respeto a su esencia y a sus derechos es resultado de su libertad. 
 
En nombre de la moralidad, la máxima expresión del hombre en su calidad de 
persona, sienta Kant sus tres postulados: Libertad, el primero: quien tiene que 
cumplir una tarea moral – y ello es deber de todos – ha de ser necesariamente libre. 
 
De ahí que sea válida la sentencia: “Puedo porque debo”. 
 
Inmortalidad: la ley moral exige de nosotros una perfección del querer o el aspirar, 
que no podemos alcanzar en esta breve vida terrena. Deberá, por tanto, existir una 
dimensión de inmortalidad en que nos acerquemos poco a poco a ese ideal. 
 
Dios: la virtud exige recompensa; el vicio, castigo o sanción. 
No es posible hablar de una justa retribución en esta existencia. 
Así, en nombre de la moralidad, postula Kant a Dios: “Yo no podría ser moral si no 
existiera Dios, pero como soy moral, luego Dios existe”. 
 
Liberum, término latino, alude a avance, proyección, desarrollo, impulso, como el 
término líbero, muchas veces aplicado al deporte y liberto, el esclavo liberado en el 
Imperio Romano, capaz de progresar de modo prácticamente ilimitado: pensemos, 
por ejemplo, en la trascendental acción del filósofo estoico Epícteto de Hierápolis, 
que fue esclavo hasta los veinte años y a esa edad, liberado, creando a partir de ese 
momento una obra de trascendencia universal, que postula el amor a la humanidad 
toda. Los enemigos, a quienes es menester amar y comprender, sólo obran mal 
porque no conocen el bien. Nuestra misión es así enseñarles el camino del bien. Fue 
Epicleto de tan noble carácter que los primeros cristianos y eminentes pensadores 
posteriores como Spinoza, Kant y Goethe hicieron suya cada línea de su filosofía. 
 
El Dr. Fernández – Sessarego desarrolla esa misma idea; la denomina libertad 
fenoménica y la define, en cierto modo, como el proyecto vital de cada ser humano, 
su proyección existencial, su capacidad para alcanzar las metas propuestas y alcanzar 
una existencia “lograda” ¡Hermoso concepto en verdad! Podríamos equipararlo a la 
noción de intencionalidad del pensamiento fenomenológico, vale decir la orientación 
del acto noético al objeto noemático (noesis – noema), que constituye la razón de 
ser y el objetivo de nuestra conducta. Como bien dice nuestro autor, el 
consentimiento informado es, justamente, la introducción de la libertad (fenoménica) 
intencional al ámbito de la Medicina y del Derecho. 
 
Max Scheler, el gran axiólogo del siglo XX, de inspiración fenomenológica, al seguir 
las huellas de su maestro Edmund Husserl, considera, asimismo, que la libertad es 
el motor de la totalidad de los actos axiológicos. El distingue tres conceptos: fin, 
objetivo y valor. 
 
Según este filósofo, el fin es una meta, susceptible de representarse, pero en sí, 
indiferente al valor; el objetivo es la orientación o tendencia hacia el fin, no es 
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representable y está construido sobre el o los valores de modo que son ellos (los 
valores) los que hacen que un fin sea bueno o no lo sea. Así, los valores, situados en 
los objetivos, son anteriores o previos a los fines. La clásica consigna de Nicolás 
Macchiavello de que “el fin justifica los medios” queda de este modo sustituida por 
esta otra: “los medios justifican al fin”, los valores – objetivos son preferidos y 
elegidos en libertad. 
 
El pensamiento de la existencia, iniciado por Soren Kierkegaard en el siglo XIX, y 
desarrollado luego por una pléyade de ilustres filósofos de altísimo valor a lo largo 
de la primera mitad del siglo XX, entre los que destacan Martin Heidegger, Karl 
Jaspers, Jean Paul Sartre y Gabriel Marcel, identifican a la existencia con la libertad: 
estamos “arrojados” al mundo, enmarcados por la temporalidad y nuestro proyecto 
existencial es sustancialmente libre. Soren Kierkegaasd, el precursor del 
pensamiento existencial, se refiere al ser como individuo: la existencia real es 
siempre existencial individual. 
 
La existencia real, es a su vez, siempre existencia íntima, un ser en la intimidad y un 
estar despierto para la trascendencia. Estas tres características se fundamentan en 
la libertad, que genera en el hombre responsabilidad. La condición única que nos 
impone la existencia es el tiempo de modo que, finalmente, el ser es tiempo: el ser 
está “tejido” de tiempo y se mueve hacia la nada en y por el tiempo (Martin 
Heidegger: Ser y Tiempo, Sein und Zeit). Viene a ser así la libertad, la condición 
básica de la existencia temporal. 
 
La Filosofía de la Existencia ha sido considerada como la máxima y más auténtica 
expresión de nuestro tiempo por cuanto toca los puntos álgidos de nuestra condición 
humana en esta época finisecular: la libertad, la angustia existencial, la nada después 
de la existencia, la culpa, el deber, el sentido de la existencia, entre otros múltiples 
aspectos tratados por las mentes más brillantes de toda la Historia de la Filosofía, 
incluso superiores a las que dieron brillo y lustre a la Filosofía griega en su Época de 
Oro (Carlos Fernandez Sessarego. Discurso en el Colegio Médico del Perú, junio 
2011). 
 
No hay nada que nos condicione o determine (salvo la muerte, la nada, el no – ser 
al final de la existencia), de modo que somos lo que somos en plena libertad (Sartre: 
El Ser y la Nada, l΄ Etre et le Néant). 
 
Todos estos conceptos, analizados y elaborados que presenta Carlos Fernández – 
Sessarego, configuran una nueva forma de Filosofía jurídica (permítanme esta 
licencia), de gran importancia en su aplicación a la Medicina, en sus aspectos éticos 
– legales, Filosofía del Derecho que, de algún modo, completa y complementa la 
clásica obra de Hegel en el siglo XIX (la “Filosofía del Derecho”), centrada ahora, en 
buena medida, de acuerdo a nuestro autor, en el tema del consentimiento informado, 
orientado hacia la dimensión ético – espiritual de la persona, y a la consiguiente 
responsabilidad civil del profesional de la medicina. 
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INDUAMERICA S.A.C. (solicitante) solicita el registro de la marca “SABORATTI” 
ante INDECOPI para distinguir productos de la clase 29 de la Nomenclatura 
Oficial, así mismo se ordena su publicación en el Diario Oficial “El Peruano”. 
INALCA S.A.C. (opositora) dedicada a la comercialización de helados, (clase 29 
de la N.O.), presenta oposición argumentando que el signo peticionado a registro 
es idéntico o semejante a sus marcas registradas, en el aspecto gráfico, fonético 
y conceptual. Además, los productos que procura comercializar se encuentran 
vinculados con los de la opositora. 
La Oficina de Signos Distintivos resuelve declarar infundada la oposición, 
argumentando que, pese las semejanzas entre los signos, el hecho de que 
distingan productos que no se encuentren vinculados, determina su coexistencia 
en el mercado sin generar confusión en el público consumidor. La opositora 
formula recurso de reconsideración, por lo que la OSD expide resolución 
declarándolo infundado, ya que la nueva prueba no desvirtúa los argumentos 
esbozados en la resolución materia de reconsideración. 
Finalmente, la opositora apela la resolución anteriormente mencionada. La Sala 
de Propiedad Intelectual de INDECOPI emite la resolución revocando las 
resoluciones emitidas por la OSD, en consecuencia, deniegan el registro de la 
marca de producto “SABORATTI” a INDUAMERICA S.A.C. 
 
 
PALABRAS CLAVES: Distintividad, signo, marca, Clasificación Internacional, 
conexión competitiva, riesgo de confusión, prohibición de registro, 
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I. SÍNTESIS DE LA OPOSICIÓN 
 
La empresa opositora, INDUSTRIA ALIMENTARIA CARRASCO S.A.C. – 
INALCA S.A.C. de Perú, solicita denegar el registro de la marca “SABORATTI” y 
logotipo solicitada por la empresa INDUSTRIA ARROCERA DE AMÉRICA 
S.A.C. – INDUAMERICA S.A.C. de Perú, para distinguir productos de la clase 29 
de la Nomenclatura Oficial. 
El 18 de abril de 2007 INDUAMERICA S.A.C., de Perú, solicita el registro de la 
marca de producto conformada por la denominación “SABORATTI” escritas en 
letras características, en la parte superior se aprecian las figuras estilizadas que 
asemejan la forma de una espiga y del sol; todo en los colores rojo, amarillo 
verde, negro y blanco; para distinguir productos de la clase 29 de la Clasificación 
Internacional. 
Ante tal suceso y por aviso en el diario Oficial el Peruano, en su edición del día 
19 de mayo de 2007, INALCA S.A.C. de Perú toma conocimiento de tal solicitud 
de registro y formula oposición, precisando que la misma, es titular de las marcas 
SABORATTI y logotipo inscrita con certificado N.° 15341 y SABORATTI TU 
SABOR y logotipo, inscrita con certificado N.° 117335, que distinguen productos 
de la clase 30 de la Clasificación Internacional. 
Así mismo, alega que la solicitante pretende registrar una marca idéntica a la de 
la opositora para distinguir productos que se encuentran vinculados con los 
suyos (helados) por tener una naturaleza semejante (son de consumo masivo, 
muchos de ellos son sustitutos o complementarios de los productos que 
distinguen sus marcas) y similares canales de comercialización (bodegas, 
tiendas de abarrotes y supermercados en donde son colocados en lugares 
conexos). 
De la misma forma, la autoridad deberá tener en consideración la eminente 
posibilidad que la solicitante amplíe sus actividades fácilmente para la 
fabricación y/o comercialización de los productos que distinguen las marcas de 
la opositora (cita ejemplos de empresas dedicadas a las actividades de 
fabricación y/o comercialización de productos de la clase 29, que expanden sus 
actividades a productos de la clase 30, tal es el caso de Nestlé Perú y ALICORP). 
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También, se puede observar la similitud o semejanza en el aspecto gráfico, 
fonético y conceptual. Por lo que consideran que cualquier consumidor que 
requiera un producto con el signo solicitado, tendrá lógicas y fundadas razones 
para creer que se encuentra ante un producto fabricado y comercializado por la 













II. SÍNTESIS DE LA CONTESTACION DE LA OPOSICIÓN 
 
INDUSTRIA ARROCERA DE AMERICA S.A.C. – INDUAMERICA S.A.C. de 
Perú, contesta la oposición señalando que, antes de solicitar el registro de la 
marca SABORATTI, se ha efectuado una búsqueda de antecedentes fonéticos 
confirmando la no existencia de tal marca en la clase 29 de la Clasificación 
Internacional (CI). Así mismo, de la revisión de todos los documentos adjuntos 
en la demanda del opositor, se puede evidenciar que el signo del opositor 
protegido tan solo resguarda el producto de helados, ubicada en la clase 30 de 
la CI. 
Respecto a la naturaleza de los productos, es menester precisar que la industria 
de los helados (perteneciente a la clase 30 de la CI) explotada por la opositora, 
es disímil a los productos peticionados, que entre otros son: Menestras, carne, 
pescado, aves y caza; legumbres en conserva, congeladas secas y cocidas, 
mermeladas, compotas, huevos, leche, productos lácteos, aceites y grasas 
comestibles, pertenecientes a la clase 29 de la CI. 
En cuanto a la forma de comercialización, estas son disímiles, mientras que los 
helados se expenden en carretillas, congeladoras o vendidas de forma 
ambulante. Los productos peticionados se expenden en mercados mayoristas o 
minoristas, supermercados, bodegas o tiendas, embolsados o en sacos, 
tratándose de productos básicos de primera necesidad, consumidos durante 
toda la vida de los seres humanos. 
De la misma forma, manifiestan que la única semejanza entre los signos se da 
en el aspecto fonético, mientras que en el aspecto gráfico y conceptual se 
aprecian las mayores diferencias. Así pues, no existe semejanza entre la figura 
de una carretilla de helados (registrado) VS la figura de espiga y de sol 
(solicitada). Así mismo, son diferentes la figura de una cara sonriente dentro de 
un rectángulo (registrado) VS la figura de espiga y de sol (solicitado). 
En efecto, las figuras registradas de un coche o carretilla de helados, evoca la 
idea de helados comestibles de zumo de frutas o de hielo o sus combinaciones, 
siendo industrializados y no son ofrecidos directamente a los consumidores 
finales. En contraste, la figura de espiga y de sol (solicitado) evocan en los 
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consumidores, la idea de alimentos de la propia naturaleza, que han sido 
envasados para su conservación. 
En ese sentido se debe realizar una apreciación de los signos, considerando su 













III. CONCORDANCIAS Y CONTRADICCIONES ENTRE LOS HECHOS 





➢ Ambos afirman que la opositora es titular de las marcas SABORATTI y 
logotipo inscrita con certificado N.° 15341 y SABORATTI TU SABOR y 
logotipo, inscrita con certificado N.° 117335, los cuales distinguen 
productos de la clase 30 de la clasificación internacional. 
 
➢ Ambos afirman que la opositora explota solo la industria de los helados 
(Clase 30 de la CI) en el mercado peruano y que la solicitante pretende 
explotar productos como menestras, carne, pescado, aves y caza, etc. 
(pertenecientes a la clase 29 de la CI). 
 






➢ La solicitante niega que los productos que pretende explotar mediante la 
marca solicitada a registro tengan una naturaleza semejante y similares 
canales de comercialización que los productos que explota la opositora a 
través de sus marcas registradas. 
 
➢ La solicitante niega que exista una similitud en el aspecto gráfico y 
conceptual, ya que los elementos que conforman los signos son distintos, 
además, las figuras que tiene registrada la opositora evocan la idea de 
helados comestibles, mientras que la figura que pretende registrar la 
solicitante, evocan la idea de alimentos de la propia naturaleza, 
envasados para su conservación. 
 
➢ La solicitante niega que los productos que pretende explotar a través de 
la marca solicitada a registro puedan causar una confusión indirecta entre 
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el público consumidor, y que el signo solicitado pueda infringir lo 
estipulado en los artículos 130° inciso a), 131°, 132°, 133° y 134° del 
Decreto Legislativo N.° 823. 
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IV. SÍNTESIS DE AUTO O AUDIENCIA DE SANEAMIENTO, 
AUDIENCIA DE CONCILIACIÓN, AUDIENCIA DE PRUEBAS 
De acuerdo a los lineamentos emanados por la Ley del Procedimiento 
Administrativo General - Ley N.º 27444 y el Texto Único de Procedimientos 
Administrativos del Instituto Nacional de Defensa de Competencia y de la 
Protección de la Propiedad Intelectual – INDECOPI; el procedimiento 
administrativo para el registro de marca, no cuenta con audiencia de 
saneamiento ni audiencia de pruebas, sin embargo las pruebas presentadas por 
las partes son el fundamento de estudio y pronunciamiento por parte de la 
Comisión o de la Sala, según sea el caso del recurso administrativo presentado 
conforme al artículo 207 de la Ley N.° 27444 por el solicitante o el opositor. 
 
Cosa diferente sucede con la Audiencia de Conciliación, este si se encuentra 
dentro de las etapas del procedimiento administrativo cuando se trata de una 
denuncia; sin embargo, si hubiese voluntad conciliatoria por las partes, esta se 




V. ÓRGANOS JURISDICCIONALES 
 
 
1. Sentencia de Primera Instancia: Oficina de Signos Distintivos de 
INDECOPI 
Respecto al riesgo de confusión desarrollado por la opositora, el artículo 136° 
inciso a) de la Decisión 486 establece que, no podrán registrarse como marcas 
aquellos signos que sean idénticos o se asemejen a una marca anteriormente 
solicitada para registro o registrada por un tercero, para los mismos productos o 
servicios respecto de los cuales el uso de la marca pueda causar un riesgo de 
confusión o de asociación. 
La confusión a la que puede ser inducido el público consumidor en el mercado 
puede darse de dos formas; confusión directa y confusión indirecta. La confusión 
directa se presenta cuando dos productos o servicios idénticos ostentan signos 
iguales o similares, por lo que el consumidor los adquiere creyendo que se trata 
del producto o servicio del competidor. De otro lado, la confusión indirecta, está 
referida al origen empresarial de los mismos, es decir que el consumidor aun 
diferenciándolos claramente, considera que ambos pertenecen a un mismo 
titular. 
Es menester precisar que, para determinar si entre dos signos existe semejanza 
en grado de inducir a confusión, se deberá tener en cuenta lo dispuesto por el 
artículo 131° del Decreto Legislativo 823. Bajo ese contexto, se deberá realizar 
una apreciación sucesiva de los signos, así como un examen en conjunto de los 
mismos, poniendo mayor énfasis en las semejanzas que en las diferencias, 
tomando en cuenta el grado de percepción del consumidor medio, la naturaleza 
de los productos y su forma de comercialización, así como el carácter arbitrario 
o de fantasía del signo y si es parte de una familia de marcas. 
Nuestro sistema de marcas se sustenta en el principio o regla de especialidad, 
al respecto el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina precisa que tal 
principio hace referencia a que el signo no solo otorga protección a los productos 
o servicios que han sido consignados en la solicitud de registro, también protege 
productos o servicios que se asemejen al grado de inducir a confusión al público 
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consumidor, independientemente al hecho de que pertenezcan o no a una misma 
clase del arreglo de Niza. 
En el caso concreto, el signo solicitado pretende distinguir productos 
relacionados a la clase 29 de la Clasificación internacional, mientras que las 
marcas registradas SABORATTI y logotipo (Certificado 15341) y SABORATTI 
TU SABOR y logotipo (Certificado N° 117335) distinguen helados pertenecientes 
a la clase 30 de la Clasificación Internacional, los cuales no guardan relación. 
A efectos de determinar si dos signos son confundibles entre sí, se debe partir 
de la impresión en conjunto que ambos puedan causar en el público consumidor. 
Por ello al comparar dos signos, debe considerarse principalmente aquellas 
características que puedan ser recordadas por el público consumidor, esto 
dependerá de los mismos productos o servicios. 
En el caso de los signos de naturaleza mixta, se debe determinar el elemento 
más relevante y, que sirve para indicar el origen empresarial de los productos o 
servicios que se distinguen o pretenden distinguir (artículo 134° inciso c) del 
Decreto Legislativo 823). 
En el caso de autos, tomando en cuenta que las marcas registradas constituyen 
signos mixtos, se realizó el examen comparativo de ambas (SABORATTI y 
logotipo y SABORATTI TU SABOR y logotipo), determinándose que la similitud 
entre los signos radica en que ambas comparten la denominación SABORATTI, 
lo cual determina que generen una pronunciación de conjunto idéntica. 
Si bien es cierto, los signos incluyen elementos adicionales en su conformación, 
sin embargo, estos no resultan suficientes para eliminar cualquier posibilidad de 
confusión en el público, ya que estos, pueden creer que se trata de una variación 
o nueva presentación de las marcas registradas o que existan vinculaciones 
comerciales entre las empresas. 
No obstante, las semejanzas existentes entre los signos, el hecho de que 
distingan productos que no se encuentran vinculados, determina que su 
coexistencia sea posible en el mercado, sin ser susceptible de generar confusión 
en el público consumidor. 
71 
 
Respecto a la supuesta competencia desleal (artículo 137° de la Decisión 486), 
los empresarios y comerciantes deben sujetarse a ciertas pautas de conducta 
que contribuyan y viabilicen el ejercicio de sus propios derechos, dentro de estas 
se encuentra la exigencia de comportarse con buena fe comercial. 
Nuestra legislación establece una presunción iuris tantum de la buena fe 
respecto de aquellos que solicitan un registro de marca u otros elementos de la 
propiedad industrial, así mismo, el artículo 6° del Decreto Legislativo 823 precisa 
que quien alegue mala fe deberá acreditarlo. En el caso de autos, la opositora 
no ha presentado ningún medio probatorio que acredite que la solicitante intente 
consolidar un acto de competencia desleal con la solicitud de registro de la marca 
SABORATTI. 
Por lo que se declara infundada la oposición formulada por INALCA S.A.C. de 
Perú, e inscribir en el registro de marca de productos de la Propiedad Industrial, 
la marca de producto SABORATTI para distinguir productos de la clase 29 de la 
Clasificación Internacional, a favor de INDUAMERICA S.A.C. de Perú. 
 
 
2. Sentencia de Segunda Instancia: Oficina de Signos Distintivos de 
INDECOPI 
Es menester precisar que el recurso de reconsideración se interpone ante el 
mismo órgano que dictó la primera resolución, dentro de los 15 días siguientes 
a su notificación, debiendo sustentarse necesariamente con nueva prueba 
instrumental. En ese sentido la recurrente presenta como nueva prueba los 
siguientes documentos: 
• Acta notarial de fecha 21 de agosto de 2007. 
• 2 fotografías de una sección de congelados de un supermercado. 
 
El tema central en discusión consiste en determinar si con el solo mérito de la 
nueva prueba instrumental presentada, se desvirtúan o no los fundamentos en 
que se basó la resolución recurrida para otorgar el registro de la marca de 
producto SABORATTI y logotipo. 
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En ese sentido, debemos señalar que ni el acta notarial ni las fotos presentadas 
constituyen medios probatorios idóneos para pretender acreditar que los signos 
confrontados son confundibles, toda vez que no aportan ningún argumento 
nuevo a fin de demostrar la semejanza entre los signos, ya que algunos de los 
productos de los que se hacen referencia en el acta notarial, no están incluidos 
dentro de los productos que pretende distinguir el signo solicitado (pizzas 
congeladas, ravioles congelados, embutidos, quesos, chorizos y jamón). 
Por otro lado, los productos lácteos (los cuales distingue la marca registrada) se 
encuentran ubicados en estantes con un sistema de refrigeración distinto y 
separado de las congeladoras cerradas donde se colocan los helados, tal y como 
se puede apreciar en las fotos presentadas. Es menester precisar que en un 
supermercado se encuentra una amplia variedad de productos y no por ello 
significa que se traten de productos vinculados. 
Respecto al argumento de que se tratan de signos que distinguen productos 
vinculados, cabe señalar que como se precisó en la resolución recurrida, no 
existe vinculación entre los productos que están destinados a distinguir los 
signos. Por lo que se determina que, ni los argumentos ni las nuevas pruebas 
aportadas desvirtúan los argumentos expuestos en la resolución recurrida por 
los cuales se otorgó el registro, por lo que corresponde declarar infundado el 
recurso de reconsideración. 
3. Sentencia de la Sala de la Propiedad Industrial de INDECOPI 
 
Se deberá determinar si existe riesgo de confusión entre el signo solicitado 
SABORATTI y logotipo, perteneciente a la clase 29 de la Nomenclatura Oficial y 
las marcas registradas SABORATTI y logotipo y SABORATTI TU SABOR y 
logotipo, pertenecientes a la clase 30 de la Nomenclatura Oficial. 
El principio de especialidad hace referencia a que el ordenamiento jurídico otorga 
al titular el derecho exclusivo a utilizar la marca en el mercado. Este derecho 
exclusivo tiene dos dimensiones: Una positiva y otra negativa. La dimensión 
positiva implica que el titular de la marca está facultado para usarla, cederla o 
conceder una licencia. La dimensión negativa implica que el titular de la marca 
está facultado para prohibir que terceros la registren o usen. Esta última, se 
vincula con el riesgo de confusión. 
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Cabe precisar que, el principio de especialidad no está vinculado a las clases de 
la Nomenclatura Oficial, pues se les otorga un carácter meramente referencial. 
En ese sentido, puede ser que los productos o servicios que pertenezcan a una 
misma clase, no sean similares y que, productos o servicios pertenecientes a 
clases diferentes, sean similares. Por lo que, para conocer si existe riesgo de 
confusión, lo relevante es determinar si los productos o servicios son similares 
según su naturaleza, finalidad, canales de comercialización o público 
consumidor al que están dirigidos. 
Respecto al riesgo de confusión, el Tribunal de Justicia de la Comunidad Andina 
ha realizado una interpretación del artículo 136° inciso a) de la Decisión 486, en 
la que afirma que los signos que aspiren a ser registrados como marca deben 
ser suficientemente distintivos a fin de no generar confusión con otras marcas 
registradas. Por ende, no es registrable un signo confundible, toda vez que no 
posee fuerza distintiva. 
En conclusión, para la correcta aplicación del artículo 136° inciso a) de la 
Decisión 486, es necesaria la interrelación de determinados requisitos: la 
identidad y similitud de productos o servicios y la identidad o similitud de los 
signos, tomando en cuenta, siempre, la fuerza distintiva de los signos. 
Es menester precisar que, cabe la existencia de una conexión competitiva entre 
los productos que pretende distinguir INDUAMERICA S.A.C., del Perú (leche y 
productos lácteos), clase 29 de la N.O., con los productos que comercializa 
INALCA S.A.C., de Perú (helados), de la clase 30 de la N.O. En ese sentido, el 
consumidor puede atribuir a dichos productos el mismo origen empresarial, ya 
que resulta posible pensar, que una misma empresa puede dedicarse a elaborar 
y comercializar productos lácteos como también helados (tal es el caso de Gloria 
y Nestlé). 
A efectos de determinar la semejanza entre dos signos, se debe partir de la 
impresión en conjunto que cada uno de los signos pueda causar en el público 
consumidor. Al compararse dos signos, deben considerarse principalmente 
aquellas características que pueden ser recordadas por el público consumidor, 
estas son las semejanzas y no las diferencias. 
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El artículo 134° del Decreto Legislativo 823, al referirse a los signos mixtos, 
señala que son aquellos conformados por una denominación y un elemento 
figurativo. En estos casos deberá determinarse cuál es el elemento relevante 
que nos indique cual es el origen empresarial de los productos o servicios. 
Existen dos posibilidades: 
a) Que todos los elementos del signo mixto en su conjunto sirvan para indicar 
el origen empresarial de los productos o servicios; o 
b) Que solo uno de los elementos indique el origen empresarial. 
 
Siguiendo a Fernández Novoa, el elemento dominante de un signo mixto es el 
elemento denominativo, por ende, en una marca mixta, el elemento 
denominativo prevalece sobre el componente gráfico o figurativo. Toda vez que, 
al momento de adquirir un producto, público los señala por su denominación y 
no gráficamente. 
En el caso de autos, el signo solicitado y las marcas registradas constituyen 
signos mixtos, por lo que debe verificarse si tales signos presentan algún 
elemento relevante. En ambos casos resultan relevantes tanto el elemento 
denominativo como el figurativo, por lo que el público consumidor puede verse 
confundido respecto a la impresión en conjunto que puedan generar los signos 
en cuestión, al momento de identificar sus productos o servicios. 
Se realizó el examen comparativo y se determinó que, en el aspecto fonético son 
idénticos, en relación al aspecto gráfico, el hecho que incluyan figuras distintas 
hacen que los signos se vean diferentes. 
En conclusión, si bien es cierto, ambos signos gráficamente son diferentes, pero 
el hecho de que fonéticamente sean similares y que exista una conexión 
competitiva entre algunos de los productos que pretende distinguir el signo 
solicitado, determina que no puedan coexistir pacíficamente en el mercado sin 
causar una confusión indirecta en el público consumidor, toda vez que, pueden 
pensar que se trata de una variación de marcas, una nueva línea de productos 
o que pueda existir una vinculación comercial entre las empresas. 
Por tales motivos, se resuelve denegar el registro de la marca “SABORATTI” y 
logotipo solicitado por INDUAMERICA S.A.C. de Perú y revocar la resolución N° 
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4297-2008/OSD-INDECOPI del 12 de marzo del 2008, y por sus efectos la 





Determinar si corresponde o no, otorgar el registro de la marca “SABORATTI”, 
solicitada por INDUAMERICA S.A.C. de Perú para distinguir productos 
pertenecientes a la clase 29 de la Clasificación Internacional. 
PROBLEMA SECUNDARIO: 
 
Determinar si con el otorgamiento del registro de la marca “SABORATTI”, 
solicitada por INDUAMERICA S.A.C. de Perú para distinguir productos inmersos 
en la clase 29 de la Clasificación Internacional, se causaría una confusión 
indirecta en el Público Consumidor. 
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VII. ELEMENTOS JURIDICOS NECESARIOS PARA EL ESTUDIO DEL 
CASO 
a). Normas Legales 
 
Decisión 486 - Régimen Común sobre Propiedad Industrial 
 
Artículo 134° - De los requisitos para el registro de marca (Comisión) 
 
Artículo135°- De los requisitos para el registro de marca (Comisión) 
 
Artículo136° inciso a - De los requisitos para el registro de marca (opositora) 
(Comisión) (Sala) 
 
Artículo 137° - De los requisitos para el registro de marca (opositor) (Comisión) 
Artículo 151° - Del procedimiento de registro (opositor) 
Artículo 155°, inciso d, e y f. – De los Derechos y limitaciones conferidos por la 
marca (opositor) 
Decreto Legislativo 823 – Ley de Propiedad Industrial 
 
Artículo 128° - Concepto de Marca (Comisión) 
 
Artículo 129° - Prohibiciones absolutas de Registrabilidad: Intrínsecas del signo. 
(Comisión) 
 
Artículo 130° - Prohibiciones relativas de Registrabilidad: Por afectar derechos 
de terceros (Comisión) (opositor) 
 
Artículo 131° - Criterios de confundibilidad (Solicitante) 
 
Artículo 132° - Confundibilidad de signos denominativos (Solicitante) 
Artículo 133° - Confundibilidad de signos configurativos (Solicitante) 
Artículo 134° - Confundibilidad de signos mixtos (Solicitante) (Sala) 
Decreto Legislativo 807 – Facultades, normas y organización de INDECOPI 
 





b.1 Confusión Indirecta 
 
“En el riesgo de confusión indirecta, el consumidor no toma un producto por otro 
pues los productos y/o los signos guardan diferencias; sin embargo, el parecido 
entre ambos signos le hace creer al público que los bienes o servicios provienen 





El autor precisa que la confusión indirecta radica en la similitud o semejanza que 
han de tener los signos en disputa, y no, en los productos o servicios que 
distingan. 
En el caso de autos, el hecho de que el signo solicitado a registro ostente como 
elemento relevante la denominación “SABORATTI” puede hacer creer al público 
consumidor que los productos que pretenden distinguir provienen de la misma 
empresa, a pesar de que incluyan elementos gráficos y cromáticos que hacen 
que los signos en conflicto se vean diferentes. 
 
Fuente: PORTELLANO DIEZ, PEDRO. “La imitación en el derecho de la 





Para Fernández Novoa, la marca se define como “un bien inmaterial, es decir, 
no tiene existencia sensible, más bien, necesita materializarse en cosas 
sensibles para poder ser percibido por los sentidos. La marca es la unión entre 





De acuerdo a lo precisado por Fernández Novoa, la marca necesita del producto 
o servicio para poder materializarse. La marca puede estar constituida por 
elementos denominativos, elementos gráficos o ambos a la vez (mixto); así 
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mismo, en el Perú, una marca es legalmente válida cuando la entidad 
correspondiente (INDECOPI) le otorga el registro correspondiente. 
 
En el caso de autos, la marca solicitada a registro compuesta por la 
denominación “SABORATTI” y logotipo, no se llegó a constituir como marca, 
pues al efectuarse el análisis correspondiente, se determinó que el signo 
solicitado a registro configura riesgo de confusión y, por lo tanto, incurre en la 
causal de prohibición establecida por el artículo 136 inciso a) de la Decisión 486, 
ergo, se le denegó el registro. 
 
Fuente: FERNÁNDEZ NOVOA, Carlos. Manual de la Propiedad Industrial. 
Madrid: Marcial Pons, 2009, p. 485. 
b.3 Característica de Distintividad 
 
 
Como indica Arana Correjuelos la característica distintiva “se trata de una función 
compleja que reúne dos aspectos: identificar y diferenciar. Por el primero se 
reconoce a la marca como perteneciente a cierto género, clase o especie de 
productos o servicios; mientras que por el segundo se separa por sus 





Tomando en cuenta lo esbozado por Correjuelos, la característica de 
distintividad lleva consigo dos aspectos a saber, el primero se refiere a la 
identificación, la cual indica que los productos o servicios que distingue la marca 
registrada, pertenece a una determinada clase de la Clasificación Internacional; 
el segundo está relacionado con la capacidad de diferenciación que ha de tener 
la marca a fin de que pueda distinguirse de las demás. 
 
Fuente: ARANA CORREJUELOS, María. Distintividad Marcaria (Parte 1). En: 
Derecho & Sociedad, N° 17. Lima (2012), p. 181. 
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b.4 Capacidad distintiva 
 
 
“La capacidad distintiva (entendida como la percepción, variable en el tiempo, 
que el público tiene del hecho de que un signo o uno de sus componentes 
identifiquen inequívocamente los productos o servicios de una específica 
empresa) constituye el elemento decisivo para determinar el ámbito de tutela que 





Es menester precisar que, no son iguales la característica de distintividad, la cual 
hemos desarrollado líneas atrás, que la capacidad distintiva. Esta última, está 
relacionada con la percepción que ha tener el público consumidor respecto a un 
signo que ostenta una característica distintiva que le permita identificar 
inequívocamente determinados productos o servicios que comercializa una 
empresa en específico. 
 
Fuente: MANSANI, Luigi. La capacidad distintiva como concepto dinámico. En: 
Actas de Derecho Industrial y Derecho de Autor, Tomo XXVII. Madrid (2006), p. 
228. 
 
b.5 Principio de especialidad 
 
“El principio de especialidad establece que, al otorgarse un registro marcario, 
éste ofrece protección para los productos o servicios para los cuales se concedió 
–con excepción de las marcas notoriamente conocidas–, por lo que existe la 
posibilidad de que coexistan en el mercado signos marcarios idénticos o 
similares, siempre y cuando se refieran o protejan productos o servicios distintos, 





Como ya se ha reiterado, nuestro sistema marcario se sustenta en el principio o 
regla de especialidad, en esa misma línea, el autor precisa que cuando se otorga 
el registro de una determinada marca, la actuación de tal principio se ciñe a la 
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protección de los productos o servicios consignados en la solicitud de registro, e 
incluso con otros idénticos o similares, sin embargo, encuentra su límite en las 
marcas notoriamente reconocidas. 
En el caso de autos, se estaría vulnerando el principio de especialidad, toda vez 
que el signo solicitado a registro pretende distinguir productos vinculados con los 
del opositor, a pesar de que estos se encuentren inmersos en distintas clases de 
la Clasificación Internacional (29 y 30). 
Fuente: GARCIA COTONIETO,ANÍBAL , El principio de especialidad marcaria, 
Stratega Business Magazine. http://strategamagazine.com/el-principio-de- 
especialidad-marcaria/ 
 
b.6 Principio de especialidad 
 
 
“Principio de especialidad, mediante el cual, la defensa de una marca se realiza 
solamente en relación con productos o servicios idénticos o similares al 
registrado. De esta manera, el titular de una marca se encuentra facultado a 
impedir que un tercero no autorizado registre o utilice una marca idéntica o 
similar, pero por el principio de especialidad sólo puede defender su marca en el 
ámbito de los productos o servicios que sean idénticos o similares. Es importante 
señalar que las clases que componen la Clasificación de Niza no restringen el 
principio de especialidad. 
En realidad, las clases no determinarán la similitud ni la disimilitud de los 
productos o servicios. Por ejemplo, podemos considerar relacionados los 





En adición a lo que señala García Cotonieto respecto al principio de especialidad, 
Maraví Contreras precisa que la protección que otorga tal principio respecto a 
productos o servicios idénticos o similares no se restringe a que tales productos 
o servicios se encuentren inmersos en una misma clase de la Clasificación 
Internacional, muy por el contrario, estos pueden pertenecer a diferentes clases. 
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En el caso de autos los productos que pretenden distinguir la empresa solicitante 
se encuentran comprendidos en la clase 29 de la Nomenclatura Oficial, mientras 
que los productos que comercializa la opositora se encuentran incursos en la 
clase 30 de la Nomenclatura Oficial, sin embargo, algunos de los productos que 
pretende distinguir la empresa solicitante se encuentran vinculados con los de la 
opositora, esto es, leche y productos lácteos (clase 29 de la C.I.), los mismos 
que son utilizados para elaborar helados (clase 30 de la C.I.), ergo, se determinó 
la existencia de una relación insumo – producto. 
 
Fuente: Maraví Contreras, Alfredo. Introducción al Derecho de los Marcas y otros 
Signos Distintivos en el Perú. Foro jurídico. 2015 pág. 61. 
c) Jurisprudencia de los últimos 5 años 
 
EXPEDIENTE N.° 647981-2016, RESOLUCIÓN N° 7355-2016/DSD-INDECOPI, 
DEL 11/05/2016, EXPEDIDA POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS 
DE INDECOPI, CUYA MATERIA ES REGISTRO DE MARCA 
 
“El 21 de enero del 2016, RIVAS QUISPE FERNANDO, de Perú solicita el 
registro de la marca de producto “PICO RICO” para distinguir aves vivas y aves 
beneficiadas de la clase 31 de la Clasificación Internacional. 
 
La Dirección de Signos Distintivos de INDECOPI (DSD) advierte que se 
encuentra registrada la marca de producto “PICO DORADO” y logotipo que 
distingue productos de la clase 31 de la Clasificación Internacional, inscrito con 
certificado N° 201365, de la cual es titular REYES FLORIPA GALO, de Perú. Así 
mismo, se advierte que la marca de producto “PICO & NAVAJA” se encuentra 
solicitada con anterioridad a registro por COGORNO SA de Perú, la misma que 
pretende distinguir productos pertenecientes a la clase 31 de la Clasificación 
Internacional. 
 
Bajo ese contexto, es menester precisar que no es necesario que los titulares de 
las marcas ya registradas o solicitadas a registro con anterioridad, formulen 
oposición contra la presente solicitud, pues la DSD de INDECOPI en defensa del 
interés público, puede actuar de oficio cuando considere que una determinada 
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marca solicitada a registro puede ser confundible con otras marcas ya 
registradas o solicitadas a registro con anterioridad. 
 
En ese sentido, se ha verificado que el signo solicitado cumple con los requisitos 
de registrabilidad, conforme al artículo 134° de la Decisión 486, esto es, cumple 
con la representación gráfica requerida y goza de aptitud distintiva. Así mismo, 
se estableció la existencia de riesgo de confusión, pues el signo solicitado 
pretende comercializar los mismos productos que comercializan las marcas 
registradas y los que pretende distinguir el signo solicitado con anterioridad a 
registro, pues todos estos se encuentran inmersos en la clase 31 de la 
Clasificación Internacional. 
 
Además, al realizarse el examen comparativo de los signos en cuestión, 
conforme a lo establecido en el Decreto Legislativo N° 1075, se concluyó que 
son semejantes entre sí, ya que todos presentan el elemento denominativo 
“PICO” y, a pesar de que los signos ostenten elementos denominativos, 
figurativos y/o cromáticos adicionales, los mismos no alcanzan a desvirtuar las 
semejanzas antes señaladas, por lo que, al otorgar el registro de la marca 
solicitada, causaría una confusión indirecta en el público consumidor. 
 
Aclarado ya el riesgo de confusión, se ha determinado que el signo solicitado se 
encuentra incurso en la prohibición de registro establecida en el artículo 136° 
inciso a) de la Decisión 486, por lo que no corresponde acceder a su registro. 
Finalmente, se deniega el registro de la marca de producto solicitado por RIVAS 
QUISPE FERNANDO, de Perú. 
Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 





EXPEDIENTE N.° 756008-2018, RESOLUCIÓN 19041-2018/DSD-INDECOPI, 
07/12/2018, EXPEDIDO POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS DE 
INDECOPI, REGISTRO DE MARCA 
 
El 28 de junio de 2018, GUEVARA CASTRO GERMÁN IVÁN de Perú, solicita el 
registro de la marca de producto “MORIN” y logotipo para distinguir conservas 
de pescado de la clase 29 de la Clasificación Internacional. 
 
La Dirección de Signos Distintivos de INDECOPI (DSD) advierte que se 
encuentra registrada la marca de producto "PUERTO MORIN FILETE DE ATÚN 
PREMIUM EN ACEITE DE OLIVA STRIPED TUNA OMEGA 3” y logotipo 
perteneciente a la clase 29 de la Clasificación Internacional, inscrito con 
certificado N° 268415, de la cual es titular Del RÍO GANOZA, CÉSAR AUGUSTO 
MANUEL, de Perú. 
 
Bajo ese contexto, es menester precisar que no es necesario que el titular de la 
marca "PUERTO MORIN FILETE DE ATÚN PREMIUM EN ACEITE DE OLIVA 
STRIPED TUNA OMEGA 3”, formule oposición contra la presente solicitud, pues 
la OSD de INDECOPI en defensa del interés público, puede actuar de oficio 
cuando considere que una determinada marca solicitada a registro puede ser 
confundible con otras marcas ya registradas o solicitadas a registro con 
anterioridad. 
 
En ese sentido, la DSD evalúa si el signo solicitado a registro cumple con los 
requisitos de registrabilidad conforme al artículo 134° de la Decisión 486, 
determinándose que, tal signo cumple con ser susceptible de representación 
gráfica y goza de aptitud distintiva. Por lo que, faltaría determinar si se encuentra 
inmerso en alguna prohibición de registro, sin embargo, antes de ello, se debe 
evaluar el riesgo de confusión que pueda causar. 
 
Así mismo, se realizó el examen comparativo entre los signos en cuestión 
conforme a lo establecido en el Decreto Legislativo 1075, concluyéndose que 
existe identidad o semejanza entre los signos, toda vez que ambos comparten la 
denominación “MORIN”, ergo, son idénticos fonéticamente; manifiestan 
identidad o semejanza entre sus productos, ya que, ambos signos distinguen o 
pretenden distinguir productos de la clase 29 de la Clasificación Internacional; se 
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dirigen al mismo público consumidor y pueden ser comercializados por ambas 
empresas. 
 
En esa misma línea, cabe indicar que, a pesar de que los signos ostenten 
elementos denominativos, figurativos y/o cromáticos adicionales, los mismos no 
alcanzan a desvirtuar las semejanzas antes señaladas, por lo que, al otorgar el 
registro de la marca solicitada, causaría una confusión indirecta en el público 
consumidor. 
 
Aclarado ya el riesgo de confusión, se ha determinado que el signo solicitado se 
encuentra incurso en la prohibición de registro establecida en el artículo 136° 
inciso a) de la Decisión 486, por lo que no corresponde acceder a su registro. 
Finalmente, se deniega el registro de la marca de producto solicitado por 
Guevara Castro Germán Iván de Perú. 
 
Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 




EXPEDIENTE N.° 769479-2018, RESOLUCIÓN N° 1349-2019/DSD-INDECOPI, 
18/01/2019, EXPEDIDA POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS DE 
INDECOPI, CUYA MATERIA ES REGISTRO DE MARCA 
 
El 9 de octubre de 2018, INVERSIONES YEKATEX EIRL de Perú, solicitó el 
registro de la marca de producto "NANEY" y logotipo para distinguir productos 
de la clase 24 de la Clasificación Internacional. 
 
La Dirección de Signos Distintivos de INDECOPI (DSD) advierte que se 
encuentran registradas las siguientes marcas de producto: 
 
• "NANCY" y logotipo (Certificado N° 207371) 
• SABANAS NANCY UNA CARICIA PARA TU PIEL y logotipo (Certificado 
N° 220867) 
• SABANAS NANCY y logotipo (Certificado N° 222078) 
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Todos distinguen productos de la clase 24 de la Clasificación Internacional, de la 
cual es titular Ocampo Merino Oscar Iván, Lapo Moreno, Edilma Violeta Y Ortiz 
Astudillo, Edriz Humberto, todos de Ecuador. 
 
De la misma forma, se encuentra solicitada con anterioridad a registro, la marca 
de producto “NANEY SÁBANAS NANEY CALIDAD DE EXPORTACIÓN” y 
logotipo, y registrada la marca de producto “NANEY S.A.C.” con certificado N° 
206343, ambas distinguen y/o pretenden distinguir productos pertenecientes a la 
clase 24 de la Clasificación Internacional, de la cual es titular Garces Acosta 
Jaime Gregorio, de Perú. 
 
Bajo ese contexto, es menester precisar que no es necesario que los titulares de 
las marcas ya registradas o solicitadas a registro con anterioridad, formulen 
oposición contra la presente solicitud, pues la DSD de INDECOPI en defensa del 
interés público, puede actuar de oficio cuando considere que una determinada 
marca solicitada a registro puede ser confundible con otras marcas ya 
registradas o solicitadas a registro con anterioridad. 
 
En ese sentido, se ha verificado que el signo solicitado cumple con los requisitos 
de registrabilidad, conforme al artículo 134° de la Decisión 486, esto es, cumple 
con la representación gráfica requerida y goza de aptitud distintiva. Así mismo, 
se estableció la existencia de riesgo de confusión, pues el signo solicitado 
pretende comercializar los mismos productos que comercializan las marcas 
registradas y los que pretende distinguir el signo solicitado con anterioridad a 
registro, pues todos estos se encuentran inmersos en la clase 24 de la 
Clasificación Internacional. 
 
Además, al realizarse el examen comparativo de los signos en cuestión, 
conforme a lo establecido en el Decreto Legislativo N° 1075, se concluyó que 
son semejantes entre sí, toda vez que la vocal “e” del signo solicitado se 
confunde o puede confundirse con la consonante “c”, por lo que genera un efecto 
visual al de la denominación NANCY. 
 
Sin embargo, el hecho de que los signos ostenten elementos denominativos, 
figurativos y/o cromáticos adicionales, los mismos no alcanzan a desvirtuar las 
semejanzas antes señaladas, por lo que, al otorgar el registro de la marca 
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solicitada, causaría una confusión indirecta en el público consumidor. Aclarado 
ya el riesgo de confusión, se ha determinado que el signo solicitado se encuentra 
incurso en la prohibición de registro establecida en el artículo 136° inciso a) de 
la Decisión 486, por lo que no corresponde acceder a su registro. Finalmente, se 
deniega el registro de la marca de producto solicitado por INVERSIONES 
YEKATEX EIRL de Perú. 
Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 




EXPEDIENTE N.° 770542-2018, RESOLUCIÓN N° 2169-2019/CSD-INDECOPI, 
10/05/2019, EXPEDIDA POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS DE 
INDECOPI, SOLICITUD DE REGISTRO DE MARCA DE PRODUCTO 
OPOSICIÓN. 
 
Bohorquez Almeida de Perú, solicita el registro de marca de producto constituida 
por la denominación “WIndex” y logotipo; posteriormente S.C. JOHNSON & 
SON, INC. de EE.UU. formula oposición manifestando que ellos ya han venido 
comercializando mundialmente su producto de limpieza y que el diseño que 
pretende reivindicar la solicitante es una variación de su diseño registrado con 
anterioridad en Perú. 
Ante esta oposición la solicitante indica que dicha empresa fue titular de la marca 
Windex y logotipo para distinguir productos de la clase 03 de la clasificación 
internacional, las cuales no fueron renovadas, por lo que ya están dentro del 
dominio público. Ante estos antecedentes, la Comisión debe determinar si 
corresponde aplicar el artículo 7° de la Convención de Washington y si 
corresponde la aplicación del artículo 137° de la decisión 486. 
Respecto del artículo 7°, la comisión determinó: la marca Windex, cuenta con 
protección legal con anterioridad a la presente solicitud; No es posible establecer 
con certeza que las marcas se continúan usando respecto de los productos que 
distinguen; la opositora no ha probado que la solicitante conocía de la existencia 
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y el uso de la marca previamente a la presentación de la solicitud y que el signo 
solicitado y las marcas son fonéticamente idénticos y gráficamente semejantes, 
refiriendo algunos productos de la clase 03 de la Clasificación internacional. La 
Comisión determina que no se han configurado todos los supuestos contenidos 
en el artículo 7° de la Convención de Washington por lo que no resulta aplicable 
dicha norma al caso en concreto y respecto del artículo 137° de la Decisión 486, 
la opositora no ha creado la convicción necesaria en la Comisión respecto a que 
el signo solicitado se perpetró, facilitó o consolidó como un acto de competencia 
desleal, por lo que corresponde desestimar la oposición formulada es ese 
extremo. 
Finalizando, La Comisión ha resuelto declarar infundada la oposición formulada 
por S.C. JOHNSON & SON, INC. de EE. UU e inscribir en el Registro de Marcas 
de Producto de la Propiedad Intelectual a favor de Bohorquez Almeida, Dante 
Omar, de Perú, la marca de producto constituida por la denominación Windex y 
logotipo en la clase 03 de la Clasificación Internacional. 
Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 
Propiedad Intelectual. Perú 2020.. Recuperado 
de:https://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/propiedad- 
intelectual.seam 
EXPEDIENTE N.° 736892-2018, RESOLUCIÓN N° 042-2019/CSD-INDECOPI, 
07/01/2019, EXPEDIDA POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS DE 
INDECOPI SOLICITUD DE REGISTRO DE MARCA, RECURSO DE 
APELACIÓN. 
 
BOMBONERIA Dl PERUGIA S.A.C., de Perú, solicito el registro de la marca de 
producto constituida por la denominación BOUQUET en la clase 30 de la 
Clasificación Internacional y Mediante Resolución N° 6200-2018/DSD- 
INDECOPI, de fecha 22 marzo de 2018, la Dirección de Signos Distintivos 
denegó de oficio el registro del signo solicitado al considerar que resulta 
confundible con la marca KITCHEN BOUQUET que distingue productos de la 
clase 30 de la Clasificación Internacional, inscrita a favor de THE HV FOOD 
PRODUCTS COMPANY, de EE.UU. 
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Por consiguiente BOMBONERIA Dl PERUGIA S.A.C, interpuso recurso de 
apelación pues las marcas presentan una secuencia de letras distintas, si bien 
comparten el termino BOUQUET, de una apreciación en conjunto de los signos 
se evidencia que no son similares y tienen una impresión gráfica y fonética 
disímil, el signo solicitado no coincide en la secuencia vocálica ni en la secuencia 
consonántica con la marca registrada, lo que determina que las marcas en 
cuestión no resulten confundibles y se presentara una acción de cancelación 
contra el registro de la marca KITCHEN BOUQUET. en consecuencia, La 
Comisión, conforme a los antecedentes expuestos, determinara si existe riesgo 
de confusión entre el signo solicitado y la marca registrada KITCHEN BOUQUET. 
Después del estudio de los antecedentes presentado La Comisión concluyo que 
si bien los signos en cuestión se encuentran referidos a algunos de los mismos 
productos y otros vinculados, dado que los signos son semejantes, esta 
Comisión determina que el otorgamiento del registro solicitado no será 
susceptible de producir riesgo de confusión en el público consumidor, 
resolviendo REVOCAR la Resolución N° 6200-2018/DSD-INDECOPI, de fecha 
22 marzo de 2018, que denegó el registro de marca de producto solicitado por 
BOMBONERIA Dl PERUGIAS.A.C., de Perú y OTORGAR a favor de 
BOMBONERIA Dl PERUGIA S.A.C., de Perú, el registro de la marca de producto 
constituida por la denominación BOUQUET, para distinguir los productos de la 
clase 30 de la clasificación Internacional. 
Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 
Propiedad Intelectual. Perú 2020.. Recuperado 
de:https://servicio.indecopi.gob.pe/buscadorResoluciones/propiedad- 
intelectual.seam 
EXPEDIENTE N.° 759198-2018. RESOLUCIÓN N° 043-2019/CSD-INDECOPI, 
07/01/2019, EXPEDIDA POR LA DIRECCIÓN DE SIGNOS DISTINTIVOS DE 
INDECOPI, SOLICITUD DE REGISTRO DE MARCA, RECURSO DE 
APELACIÓN. 
 
ARROZUR S.A., de Uruguay, solicito el registro de la marca de producto 
constituida por la denominación ARROZUR y logotipo para diferenciar los 
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productos de la clase 30 de la Clasificación Internacional; sin embargo Mediante 
Resolución N° 19893-2018/DSD-INDECOPI, de fecha 17 de septiembre de 
2018, la Dirección de Signos Distintivos denegó, de oficio, el registro del signo 
solicitado al considerar que resulta confundible con las marcas ARROZ DEL SUR 
y logotipo, ARROZ DEL SUR ¡LO MEJOR DE NUESTRA TIERRA! y logotipo y 
TACUARITO DE ARROZ DEL SUR y logotipo, que distinguen productos de la 
clase 30 de la Clasificación Internacional, registradas a favor de ENVASADORA 
AREQUIPA S.A.C-, de Perú. 
Posteriormente ARROZUR S.A. interpuso recurso de apelación, manifestando 
que: el signo solicitado incorpora elementos gráficos y cromáticos diferentes, que 
permitiría que los signos confrontados coexistan en el mercado; siendo que el 
signo solicitado hace referencia a arroz uruguayo y se ha otorgado el registro de 
marcas similares; ante esto La Comisión conforme a los antecedentes 
expuestos, deberá determinar si existe riesgo de confusión entre el signo 
solicitado y las marcas registradas ARROZ DEL SUR y logotipo, ARROZ DEL 
SUR ¡LO MEJOR DE NUESTRA TIERRA! y logotipo y TACUARITO DE ARROZ 
DEL SUR y logotipo. 
 
Después de realizar el examen de registrabilidad del signo solicitado se ha 
determinado que, si bien es distintivo y susceptible de representación gráfica, 
conforme lo establece el artículo 134 de la Decisión 486, Régimen Común sobre 
Propiedad Industrial, y se halla fuera de las prohibiciones de registro establecidas 
en el artículo 135 de dicha normativa, el mismo se encuentra incurso en la 
prohibición contemplada en el artículo 136 inciso a) de la referida Decisión, para 
lo que corresponde denegar su registro. La presente Resolución se emite en 
aplicación de las normas legales antes mencionadas y en ejercicio de las 
facultades conferidas por el Articulo 4 del Decreto Legislativo N° 1075; así como 
por los Artículos 34, 37, 50, 51 y 55 del Reglamento de Organización y Funciones 
del Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y de la Protección de la 
Propiedad Intelectual (INDECOPI). Por ello La Comisión resuelve CONFIRMAR 
la Resolución N° 19893-2018/DSD-INDECOPI, de fecha 17 de septiembre de 




Fuente: Instituto Nacional de Defensa de la Competencia y Protección de la 







Sin duda alguna uno de los temas con más complicaciones es el riesgo de 
confusión establecido en el artículo 136° inciso a) de la Decisión 486. Para que 
se configure el riesgo de confusión, es necesario que se cumplan los siguientes 
aspectos: identidad o similitud entre los productos o servicios, y la identidad o 
similitud entre los signos, tomando en cuenta siempre su distintividad. 
En ese sentido, para algunos, la identidad o similitud de los productos radica en 
el hecho que los mismos deben encontrarse inmersos en la misma clase de la 
Nomenclatura Oficial, tal y como ha ocurrido con la OSD de INDECOPI al 
interpretar erróneamente el artículo 136° inciso a) de la Decisión 486. Contrario 
sensu, la Sala de Propiedad Intelectual de INDECOPI va más allá y efectúa una 
correcta interpretación de la norma en mención, tomando en cuenta lo 
establecido en el artículo 151° de la Decisión 486, la cual otorga a la Clasificación 
Internacional un carácter meramente referencial. 
Esto es, a pesar de que la empresa solicitante pretendía distinguir productos 
diferentes a los de la opositora, la Sala advirtió la vinculación insumo – producto 
entre los productos que distinguen y pretenden distinguir las empresas en 
conflicto, ya que para la elaboración de helados (clase 30 de la C.I.) se necesita 
de leche y demás productos lácteos, productos que se encuentran inmersos en 
la clase 29 de la Clasificación Internacional que pretende comercializar la marca 
solicitada a registro. 
Si bien es cierto, ambos signos ostentan elementos adicionales gráficos y/o 
cromáticos que hacen que, en conjunto, el signo se vea diferente, bajo ese 
contexto, ¿Por qué no se le podría otorgar el registro de la marca “SABORATTI” 
a la empresa solicitante INDUAMERICA S.A.C. de Perú? 
Cabe precisar que, al compararse los signos en disputa se debe identificar el 
elemento relevante que hacen que el signo adquiera distintividad respecto de los 
otros signos, previa determinación de que si se trata de un signo denominativo, 
figurativo o mixto. Así mismo, se debe tomar en cuenta, la percepción del público 
consumidor al momento de adquirir ciertos productos o servicios. 
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En ese sentido, no se le podría otorgar el registro a la empresa solicitante 
INDUAMERICA S.A.C. de Perú ya que, al tratarse de un signo mixto, según 
señala Fernández Novoa, el elemento dominante es el denominativo, toda vez 
que el público consumidor demanda los productos señalándolos por su 
denominación y no gráficamente, excepto en los casos en el que el elemento 
figurativo predomine sobre el elemento denominativo, cosa que, en el caso de 





La resolución de la Sala de la Propiedad Intelectual de INDECOPI, corrigió el 
error en el que incurrió la Oficina de Signos Distintivos de INDECOPI (órgano de 
primera instancia), al interpretar erróneamente uno de los aspectos del riesgo de 
confusión establecido en el artículo 136° inciso a) de la Decisión 486, esto es, la 
identidad o similitud de los productos que pretende comercializar. 
No cabe duda que, los argumentos de la Sala para denegar la solicitud de 
registro de la marca “SABORATTI”, son sólidos y consistentes, pues al otorgarse 
el registro de la marca “SABORATTI” a INDUAMERICA S.A.C. de Perú, se 
hubiesen afectado los derechos marcarios de las marcas ya registradas de la 
opositora, al inducir a confusión indirecta al usuario, al mismo tiempo, se hubiese 






- Aplicar correctamente el aspecto de la identidad o similitud de los 
productos o servicios a distinguir a fin de determinar la configuración del 
riesgo de confusión, tomando en cuenta que, la semejanza de los 
productos no se determina por el hecho de que se encuentren en una 
misma clase, pues, cabe la posibilidad de que pertenezcan a distintas 
clases y se encuentren vinculados, tal y como ocurre en el caso de autos. 
 
- Recordar a la Oficina de Signos Distintivos de INDECOPI, que las marcas 
ya registradas cuentan con la protección que les otorga el principio o regla 
de especialidad respecto de productos idénticos o similares a los suyos, 
tal protección no se restringe a la consignación de los productos en la 
solicitud de registro, va más allá, los protege de todos aquellos que 
habiten en el universo de la Clasificación Internacional. 
 
- Tomar en cuenta que, al compararse signos mixtos (aquellos que 
ostentan elementos denominativos y figurativos al mismo tiempo), la 
denominación prevalece sobre la figura, toda vez que, los gráficos que 
forman parte del signo juegan un papel ornamental en la conformación del 
mismo. Sin embargo, tal regla deja de aplicarse si, el elemento figurativo 
es tan distintivo que con el hecho de visualizarlo se permita identificar un 
determinado producto o servicio. 
 
- Advertir que, los requisitos de registrabilidad, esto es, que el signo sea 
susceptible de representación gráfica y que goce de aptitud distintiva; 
nada tienen que ver con la evaluación que se efectúa para establecer si 
un determinado signo configura riesgo de confusión, pues son dos filtros 
distintos, pudiendo ser, que cumplan con los requisitos de registrabilidad, 
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